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      A Helen 




			



			 






			I will luve thee still, my dear, 




			Till a’ the seas gang dry. 




			Till a’ the seas gang dry, my dear, 




			And the rocks melt wi’ the sun; 


				

			And I will luve thee still my dear,  


				 

			While the sands o’ life shall run. 




			



			 






			A Laura y Daniel 




			



			 






			Que en su escuela pública, 




			laica, de calidad y, en lo posible, interclasista, 




			no aprendieron nada de la 




			guerra civil según 




			los manuales escolares españoles 




			



			 






			IN MEMORIAM 




			



			 






			Profesor Juan Marichal y Solita Salinas 




			Dr. Herbert R. Southworth 




			Profesor Manuel Tuñón de Lara 


			

		


		

		

		



			

	    


	 	

	    

	    

	    

	    	

	    

      So they go on in strange paradox, 




			Decided only to be undecided, 




			Resolved to be irresolute, 




			Adamant for drift, 




			Solid for fluidity, 




			All-powerful to be impotent 




			



			 






			WINSTON CHURCHILL 




			



			 






			Si hay hoy democracia en España, es porque ayer  


				

			hubo hombres y mujeres que dieron su vida 




			por la libertad 




			



			 






			JUAN MARICHAL 


			

		




			

	    


	 	

	    

            



			 






			Introducción 




			



			 






			ESTE LIBRO TIENE UNA larga historia. Los primeros materiales de base empecé a escribirlos hace unos cuarenta años cuando el entonces profesor Enrique Fuentes Quintana me pidió que investigara el a la sazón desconocido tema de la aportación nazi a la financiación de la guerra civil. Siguió otra petición para que aclarase la movilización del oro del Banco de España en la estrategia financiera exterior de la República. Fuentes Quintana, director del Instituto de Estudios Fiscales, veía bien. Sin la ayuda a Franco por parte de Hitler y sin el apoyo soviético a la República, la guerra hubiera probablemente tenido un curso muy diferente. 




			Después esta obra se ha nutrido de investigaciones ulteriores que me llevaron a cerca de cuarenta archivos, públicos y privados, en más de media docena de países incluida Rusia. Sus resultados fui desgranándolos en otras tantas  obras  penosamente  documentadas  y  con  frecuencia  en  oposición  a una amplia literatura, española y extranjera. 




			En el curso de estos trabajos previos me centré en cuestiones que, en realidad, sólo podían abordarse y aclararse contando con la evidencia primaria de época, que por fortuna ha venido abriéndose a lo largo de los últimos años. 




			Hoy, para conocimiento de un público amplio y no especialista en la guerra civil, he querido sintetizar y divulgar los resultados a los que he llegado en los cuatro decenios de dedicación, interrumpida, eso sí, por otras ocupaciones profesionales, al estudio de lo que fue la gran cesura en la evolución y en la historia de España durante el pasado siglo: el paso de una situación de libertad a una situación de coacción. 




			Para el honor de una parte significativa del pueblo español, este paso fue resistido con las armas. Una República democrática sucumbió al peso combinado de la sublevación interna y del acoso externo. Ni siquiera el episodio de los «cien mil hijos de San Luis» que dio al traste con el trienio progresista en los años veinte del siglo XIX puede comparársele. 




			Desde que se produjo aquella cesura en la historia de España han transcurrido algo más de 75 años, casi nada en la vida de un pueblo. Un período muy largo en la vida de un ser humano. Y, sin embargo, es gracias al transcurso del tiempo, la apertura de archivos y el paso de una situación de coacción a otra de libertad cómo es posible desmontar los mitos, las medias verdades y las falsedades que han desfigurado la historia de aquel conflicto. 




			Las obras generales sobre la guerra civil han proliferado en los últimos años en tal número que el lector se preguntará si ésta servirá para algo. Hay razones que, a mi entender, justifican su publicación. 




			En el presente libro se dan citan más de media docena de circunstancias novedosas, tanto por la documentación utilizada como por el enfoque y estilo seguidos. 




			En lo que se refiere a la documentación: 




			



			 






			1. El libro se basa en una larga y compleja investigación, reflejada en diez obras previas y fundamentada sobre evidencia primaria relevante de época. La literatura secundaria sirvió de soporte sólo para esclarecer algunos episodios respecto de los cuales no ha sido posible encontrar documentación de tal índole, porque ya están suficientemente investigados o porque en ellos persiste el error. 




			2. La evidencia se extrajo de un amplísimo abanico de archivos. Españoles, franceses, ingleses, alemanes, italianos y rusos. Que yo sepa, ningún historiador, español o extranjero, había intentado nada similar. No hay nada inventado. 




			3. Los archivos más productivos fueron los españoles y los rusos. En ambos  se  encontró  abundante  documentación  no  utilizada  previamente. También se consultaron los archivos de Juan Negrín, de Indalecio Prieto, de Francisco Largo Caballero y del PCE, es decir, aquellos repositorios en donde se remansa la intra-historia de la República española en guerra. 




			



			 






			En lo que se refiere al enfoque: 




			



			 






			4. Me he concentrado en los constreñimientos externos que operaron sobre la República, recortaron su margen de maniobra y, a la postre, agostaron sus esfuerzos. También en la constante interacción con los factores internos que actuaron en la misma dirección limitativa. Era imposible que la República pudiera salir bien en una guerra civil doblada de una guerra internacional sin otra ayuda que la soviética, además sincopada. 




			5. Sitúa la guerra española no como el resultado de un largo proceso con orígenes más o menos remotos. Su origen inmediato se identifica como el subproducto de la coincidencia de factores internos y externos en una coyuntura precisa, entre julio y septiembre de 1936 y que a partir de entonces, incrustada decisivamente en las coordenadas exteriores de la época, conjuntó dos rasgos esenciales: guerra civil y conflicto internacional por interposición. 




			



			 






			En lo que se refiere al estilo: 




			



			 






			6. El libro combina narración y reflexión. Ambas se retroalimentan. La narrativa  sola  es  insuficiente.  La  reflexión  sin  datos  es  irrelevante. Esta imbricación es más necesaria en una obra caracterizada por la casi ausencia de notas a pie de página. 




			7. En los trabajos previos que han servido de base al libro que el lector tiene en sus manos tales notas daban referencias documentales precisas, alumbraban la discusión y crítica con otros autores y precisaban puntos que no debían incluirse en el texto mismo. Estos dos niveles de discurso han desaparecido. Las pocas notas se refieren casi exclusivamente a títulos recientes, aparecidos después de la publicación de las obras de base. Mi intención ha estribado en que el lector pueda recorrer las páginas de este libro sin embarullarse en disquisiciones propias del debate historiográfico. 




			



			 






			La orientación no ha variado: esta obra, como sus precedentes, se opone a una tradición muy consolidada en la literatura, tanto en la pro y neofranquista y de derechas como en la generada en una gran parte de la izquierda. Está  basada  en  la  relativa  disociación  entre  evolución  política  de  1931  a 1936 y la guerra misma. Soy consciente de que esta forma de ver el conflicto español no es habitual. Pero tras tantos años de reflexión, investigación y experiencia profesional de gestión de situaciones de crisis no he encontrado nada que me haga cambiar de opinión. 




			Para decirlo de forma más clara. Las tensiones políticas y sociales acumuladas a lo largo de 1931 a 1936 pulsaron a favor de una sublevación militar. Los gobiernos formados tras las elecciones del Frente Popular en febrero de 1936 no cortaron suficientemente tal dinámica como, a mi entender, pudieron y debieron hacer. ¿Resultado? Una sublevación que no triunfó, pero tampoco fracasó. Sus posibilidades de éxito se ampliaron súbitamente merced a la inserción de factores externos (ayuda de las potencias fascistas a Franco y sólo a Franco, retracción de las democracias en apoyar al gobierno legítimo). 




			En octubre de 1936 la sublevación se había consolidado de forma tal que su victoria apareció inminente, tanto a los republicanos más lúcidos como a los servicios de inteligencia extranjeros (británicos, soviéticos) que seguían la evolución. La tardía intervención soviética invirtió la tendencia. Las operaciones militares, hasta entonces casi un paseo para los sublevados, se convirtieron en prolongada guerra civil. 




			Las consecuencias de este enfoque son devastadoras para la historiografía normal y corriente. Implican que el conflicto estuvo enraizado sólo hasta cierto punto en coordenadas estrictamente españolas. No fue la consecuencia ineludible de la evolución republicana. República y guerra civil no forman un binomio inextricable. Guerra civil y dictadura, sí. 




			Como quiera que se considere, la guerra que mantuvo la República contra viento y marea tuvo caracteres épicos. Entre agosto de 1936 y marzo de 1939 una parte heteróclita del pueblo español se batió con las armas en la mano contra una conjunción sin precedentes. Luchó contra un ejército en rebeldía encuadrado por profesionales y apoyado por aguerridos combatientes como la Legión y los contingentes indígenas. Luchó contra dos potencias en ascenso, el Tercer Reich y la Italia fascista. Luchó contra la hostilidad británica. Luchó contra los miedos y temores de Francia. Luchó en soledad, con la ayuda material y humana un tanto inconstante de la Unión Soviética, en aquel momento uno de los estados más demonizados del mundo, la solidaridad de una parte de la izquierda mundial materializada en las Brigadas Internacionales y el apoyo político y diplomático de México. 




			Hubo, además, una pugna hacia dentro, en condiciones de fragmentación territorial, insolidaridad política y tendencias revolucionarias de todo tipo. La pugna terminó enfrentándose con la desilusión y el pesimismo de una parte de los dirigentes, empezando por el propio presidente de la República. 




			Esta lucha épica, que contó con el apoyo objetivo de un Franco interesado en una guerra larga, ha sido desfigurada conscientemente. En primer lugar, por los vencedores. En segundo lugar, por autores que han resucitado los mitos franquistas sin la menor apelación a la evidencia primaria relevante de época. En tercer lugar, por historiadores extranjeros, particularmente anglonorteamericanos, que la encasquetaron, y siguen encasquetando, en el estrecho corsé de la guerra fría. Las fantasías que florecieron antes y en el clima de la misma, las de Krivitsky, Orlov y tantos otros, continúan vivitas y coleando, inasequibles a la contrastación documental. Que esto ocurra en países que se enorgullecen de una vasta tradición historiográfica, y que encima sus cultivadores tengan éxito, es para llorar. Hemos escogido como ejemplo reciente el de Jonathan Miles. 




			Hubo muchos otros que no tardaron en ver la guerra en su justo término. He seleccionado párrafos de Geneva, a political extravaganza, según caracterizó George Bernard Shaw a su imperecedera obra, para abrir cada capítulo. También he puesto en el frontispicio la terrible acusación lanzada el 12 de noviembre de 1936 por Winston Churchill en la Cámara de los Comunes contra el gobierno británico de la época. 




			Este libro debe entenderse, pues, como antídoto a los relatos distorsionados o incompletos sobre la interacción entre las variables internas y externas que incidieron sobre la piel de toro en el dramático trienio en que una parte del pueblo español se batió contra el fascismo. El único que lo hizo en la oscura etapa de pusilanimidad y miopía de las orgullosas y condescendientes democracias occidentales. 
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			La República en su soledad 




			



			

			

			





			We have found that we can get on without thinking. You  see, thinking is very little use unless you know the facts. 




			And we never do know the political facts until twenty years  after. Sometimes a hundred and fifty.1 




			



			 






			(en palabras del personaje que caricaturiza a Anthony Eden) 


			

		




			



			 






			TRAS EL GOLPE MILITAR de 1936 los virajes que cambiaron el hilo de la historia de España se sucedieron rápidamente. El primero y más significativo fue, sin duda, el que los sublevados dieron hacia el Tercer Reich. Nada similar había ocurrido anteriormente. La influencia germana en la España monárquica y de la preguerra, sobre todo en el ámbito cultural y científico, en parte también en el político durante el primer conflicto mundial, no admite comparación alguna con la que se instauró en el curso de la guerra civil y que después de ésta se intensificó durante el segundo conflicto. La economía española quedó satelizada por Berlín. El «nuevo Estado» quiso incorporarse al combate contra las «envilecidas» democracias occidentales a comienzos del verano de 1940. Los alemanes, vencedores de Francia, dieron la callada por respuesta. Cuando solicitaron la entrada española la aherrojaron con peticiones tan duras que incluso la flexibilidad galaica del general Franco se rebeló. Con todo, la fidelidad nibelunga hacia los antiguos camaradas de lucha duró prácticamente tanto como la segunda guerra mundial. Se manifestó en formas múltiples pero que, desde finales de 1942, nunca llegaron a una nueva tentación. 




			En el mundo que emergió de la guerra, fuera de las fronteras españolas pronto se desplegó una doble noción basada en dos premisas. La primera, innegable, era que Franco se había encaramado al poder de la mano de sus protectores, los dictadores fascistas. La segunda, que les había hecho demasiados favores, en particular a Hitler, durante el segundo conflicto mundial. El resultado fue un cierto aislamiento de España. El dictador hizo lo único que podía fortalecer a su régimen: acercarse, lo más raudamente posible en tiempos de guerra fría, hacia un nuevo protector, los Estados Unidos. El resto es la historia de una dictadura sin enemigos exteriores. 




			



			 






			UN GOLPE CANTADO 




			



			 






			Al filo del verano de 1936, algunos sectores del aparato de Estado tenían noticias más o menos fidedignas sobre la posibilidad de un conato de sublevación por parte de unidades militares contra la República. No andaban desencaminados. Las conspiraciones habían dado comienzo en fecha temprana. La primera intentona, «la Sanjurjada», en agosto de 1932, se había saldado con un estrepitoso fracaso. La actividad conspiratoria había continuado después bajo cuerda, con el apoyo de la Italia fascista, país que seguía la evolución española desde un enfoque agresivo e intervencionista. La derecha antirrepublicana enfatizó siempre un peligro «rojo» inminente. Una parte de ella lanzó sus redes no sólo hacia el régimen mussoliniano sino también hacia los representantes del Imperio británico ya fuese en Madrid o en Londres. Había que evitar cualquier eventual apoyo a la detestada República. 




			Inmediatamente tras las elecciones de febrero de 1936, que dieron el triunfo a la coalición electoral bajo las siglas del Frente Popular, la dinámica del movimiento conspirador se acentuó a manera de reflejo pavloviano. El general Emilio Mola asumió la dirección operativa. Era consciente de que sólo un movimiento militar amplio, cuidadosamente planeado, podría permitir dar el asalto al poder. Entre marzo y junio se dedicó a ello con afán, acentuando progresivamente el papel de las tropas marroquíes y el amedrentamiento que cabía esperar de una puesta en práctica sistemática de las exacciones típicas y brutales de la guerra colonial. 




			La efervescencia ideológica, las movilizaciones de los partidos de izquierda, la verborrea revolucionaria (en particular la radicalización de una parte del PSOE ligada a Francisco Largo Caballero y a Luis Araquistáin), y sobre todo la reanudación de las reformas socioeconómicas paralizadas durante el bienio radical-cedista, que ponían en peligro los intereses económicos de las derechas, suministraron el clima adecuado en el que era posible exacerbar la confrontación verbal y las alteraciones del orden público. 




			En 1936 acompañó a los militares una trama civil muy enfervorecida. En su cúpula se entremezclaban monárquicos, cedistas, carlistas, falangistas y conservadores católicos de variado pelaje. Su apoyo fue determinante en varias dimensiones: en la acentuación de la intoxicación de que hicieron objeto a los británicos, envueltos a su vez en interpretaciones ideologizadas sobre un presunto peligro comunista en España; en la reactivación de los contactos operativos con la Italia fascista, siempre desfigurados en la literatura conservadora o, simplemente, neofranquista; en la creación de un clima de inestabilidad política y de inseguridad; en la preparación económica de la postsublevación y, no en último término, en la financiación de los pistoleros que trabajaban en favor de la desestabilización. 




			Esta valoración es rebatida en el surco de una tradición que se desarrolló en el bando sublevado desde el comienzo mismo del conflicto y que dura hasta nuestros días, a veces con acentos netamente profranquistas. En dicha tradición, no fueron los conspiradores los responsables del golpe sangriento de 1936. Lo fueron los partidos coaligados en el Frente Popular que se lanzaron a una oleada de cambios. Se pasa por la tangente que éstos continuaban el órdago al orden tradicional prerrepublicano y que en parte eran consecuencia de la retracción o contracción que la derecha en el poder había propinado a las instituidas durante el primer bienio. 




			Sorprendente fue la relativa inactividad operativa por el lado gubernamental, tras una marejada de nuevos nombramientos y de mutaciones en el aparato militar. A medida que se acercaba el verano el ritmo se redujo, precisamente cuando el comisario general de Orden Público de la Generalitat, Federico Escofet, había puesto en conocimiento de sus superiores jerárquicos y del nuevo presidente de la República, Manuel Azaña, algunos perfiles de la actividad conspiratoria. También lo hizo más tarde con el sucesor en la presidencia del gobierno, Santiago Casares Quiroga, quien adoptó un tono un tanto pasivo. Uno de sus ayudantes, Ignacio Hidalgo de Cisneros, le informó igualmente. Por parte socialista, Francisco Largo Caballero advirtió en repetidas ocasiones de que algo se tramaba. El jefe de los servicios de Orden Público de la Generalitat, comandante Vicente Guarner, logró hacerse con pruebas documentales sobre lo que estaba en preparación. Al propio Mola le llegaron  informaciones  de  que  algunas  de  sus  instrucciones  habían  salido fuera del círculo de conspiradores, «lo que es prueba evidente de que falta discreción o existen traidores». Esto lo escribió el 1 de julio. 




			También por otras vías se alertó al gobierno. Una semana después de este apunte el líder de los socialistas centristas, Indalecio Prieto, lo anunció solemnemente. Casares le ridiculizó, acusándole de propalar «cuentos de miedo». Su reacción no fue demasiado diferente de la del mismo Azaña ante las preocupaciones  que  le  expusieron  republicanos  canarios.  La  actividad  de Franco en las islas no despertó la menor preocupación. Al gobernador civil de Tenerife se le prohibió que molestase con cotilleos sobre Franco a sus superiores en Madrid. 




			Las autoridades, que algo se movieron, no adoptaron en realidad ninguna medida preventiva adecuada en el plano operativo, salvo en Barcelona. Tal vez Azaña y Casares Quiroga preferían esperar a que estallara el golpe para «crujir» la oposición antirrepublicana. Ciertamente temían una eventual algarada anarquista para aplastar la cual la unidad de las fuerzas armadas les parecía esencial. La discusión al respecto dista mucho de haber concluido. Aun así, hay numerosos autores, entre quienes me cuento, que son extraordinariamente duros con el entonces presidente del gobierno. Si hubo estrategia, las hay que matan y ésta fue una de ellas. De haber intervenido a tiempo, quizá se hubiera descabezado la intentona, al menos en aquel mes de julio. En la historia contemporánea española se registran intentos de golpes que fracasaron. En 1936 no fue así. 




			La acción de los futuros sublevados se diseñó como un corte quirúrgico que, con violencia extrema, aniquilara la capacidad de respuesta de los muchos sectores sociales que no comulgaban con la insurrección y con sus objetivos, por difusos que éstos fueran en un principio. Éste era el precio que Mola estuvo dispuesto a pagar con el fin de ampliar la unidad de acción. La doble característica prevista de brutalidad y aterramiento de una parte de la élite y de las masas republicanas diferencia la sublevación de los pronunciamientos de corte decimonónico, cuyo estertor último había sido la «Sanjurjada». 




			Mola comprendió que en la época de efervescencia política e ideológica de la clase obrera sólo podía tener éxito un tajo duro y feroz que crease una nueva realidad sin posible marcha atrás. A lo que aspiraba era, en términos operativos, a paralizar lo más ampliamente posible la reacción. Los militares proclives a la rebeldía contemplaban el universo republicano y de izquierda como uno de maldad casi absoluta, dominado por el fermento revolucionario ya fuese anarquista, socialista o comunista, entre los cuales NO diferenciaban. Todos constituían la «anti-España», frente a la cual se alzarían los salvadores de las esencias míticas de la Patria y de su orden económico y social (amén de los sólidos intereses corporativos y de clase que lo sustentaban). 




			Franco se sublevó, a hurtadillas, el 16 de julio de 1936 cuando el comandante de la guarnición de Las Palmas, general Amado Balmes, fue asesinado por orden suya.2 Al día siguiente, empezó la sublevación en Marruecos. El servicio de información militar no la había captado. Sí había seguido la pista a los manejos de cabos comunistas. 




			El éxito previsto por Mola quedó sin materializarse. El hundimiento en Barcelona, Madrid y Valencia y la no basculación de la mayor parte del País Vasco, Santander, Asturias, Cataluña, Levante, Murcia, Castilla la Nueva, Extremadura y una gran parte de Andalucía pronto dejaron ver una realidad inesperada para muchos. Aunque no para todos. Existen indicios tenues de que alguno de los conspiradores en la cúpula era consciente de que podría llegarse a una guerra civil. No cabe, sin embargo, argüir que alguien pensara en que fuera a durar tres años. En todo caso, para algunos la reversión de las temidas reformas frentepopulistas lo justificaba. El resultado mostró que los mejores planteamientos estratégicos y tácticos —y los de Mola no eran una maravilla— podían chocar con la dura realidad. 




			



			 






			CUATRO DINÁMICAS PARA UNA GUERRA 




			



			 






			Sentadas la incapacidad, la incompetencia o la imprevisión del gobierno por atajar la dinámica conspiratoria, la sublevación dio paso a una auténtica guerra civil merced a la combinación escalonada de cuatro dinámicas. En la guerra misma, y con el paso del tiempo, ambos contendientes movilizaron fuerzas poderosas y tuvieron detrás de sí retaguardias completamente volcadas al esfuerzo bélico. La situación que se creó no sólo fue inédita en la historia contemporánea de España. Constituyó un corte radical con la evolución anterior y dio paso a un nuevo régimen dictatorial, de base militar, fascista y clerical, que se apartó de toda experiencia previa. Guerra civil y franquismo forman, pues, en gran medida un período histórico perfectamente individualizado. La habitual forma de presentar la guerra civil como consecuencia de la evolución republicana no me parece correcta. 




			Entre las cuatro dinámicas mencionadas quizá en primer lugar habría que destacar la escisión de las fuerzas armadas y de seguridad. No eran un bloque homogéneo. Había militares de todas clases. También republicanos, socialistas, comunistas (pocos) y profesionales pundonorosos. La división de los cuerpos de jefes y oficiales era predecible. Los mandos supremos se comportaron en general con fidelidad, pero el gobierno había descuidado a los de más abajo, auténtico semillero de la revuelta: los comandantes, capitanes y tenientes. 




			La traducción a la práctica de la escisión se produjo un tanto aleatoriamente. Allí donde triunfó el golpe, los mandos no sediciosos toparon con destinos con frecuencia trágicos. Los sublevados fusilaron a muchos de sus compañeros que no se les unieron. En otros lugares, los mandos establecidos pudieron organizar o contribuir a organizar la resistencia. La suerte y la audacia propulsaron a los rebeldes en numerosas ocasiones. En otras, sin embargo, no hicieron gala de resolución o perdieron la iniciativa. En Barcelona, en Madrid y en Valencia, puntos claves, estaban insuficientemente motivados y mal dirigidos. 




			Las  improvisaciones  últimas  agostaron  posibilidades  en  varios  puntos importantes. Las vacilaciones estratégicas y la mala ejecución táctica contribuyeron a arrebatarles la victoria. Particularmente en el caso de la Ciudad Condal, el no seguimiento de las consignas conspiratorias por la Guardia Civil tuvo un efecto muy negativo, a pesar de que al frente de los sublevados habría de ponerse uno de los purasangres más ligados desde hora temprana a los preparativos de la insurrección: el general Manuel Goded. 




			La segunda dinámica no fue menos importante. Estuvo ligada a la retracción de las potencias democráticas para autorizar el libre suministro de  armas al gobierno español. Para éste, se trató de un fenómeno imprevisible. Para los sublevados, no tanto. La idea clave de aquella retracción estribó en contener las salpicaduras del conflicto dentro de las propias fronteras españolas. Era una tentación comprensible en el caso francés pero la retracción se la habían trabajado insistentemente los conspiradores de cara al británico. En París no tardó en idearse un instrumento político-declarativo, un sumatorio de decisiones gubernamentales individuales, para no intervenir. Tenía una débil, por no decir debilísima, base en el derecho internacional de la época y se puso en marcha al margen de la Sociedad de Naciones (SdN). 




			Su aplicación se vio coronada con el éxito, en cuanto que evitó un eventual contagio, siempre exagerado, de la guerra española. No sirvió para lo más importante: para cortocircuitar la dinámica que apuntaba al siguiente conflicto, europeo primero y general después. Condenó a la impotencia a un gobierno reconocido internacionalmente y sentó un precedente peligroso. La República española, dejada desde el principio mismo de la sublevación en la soledad casi absoluta, fue el precursor de otros países a los que las democracias llevaron al altar del sacrificio como ofrendas propiciatorias para apaciguar el imperialismo fascista. 




			Simultáneamente intervino con efectos devastadores para el gobierno español la tercera dinámica: el apoyo, decidido y ultrarrápido, de los Estados fascistas no a los sublevados en su conjunto sino a uno de ellos, el general Francisco Franco. Los italianos habían estado mezclados desde por lo menos 1932 en los intentos conspiratorios contra la República. Ya en marzo de 1934 se plasmó su predisposición a ayudar a los monárquicos y carlistas con armas y municiones. En 1935 se añadieron a los receptores de las dádivas mussolinianas los fascistas españoles (Falange). Hitler, por el contrario, no se había preocupado de la evolución española. 




			Los dictadores fascistas actuaron por razones distintas. Coincidieron en una apreciación geopolítica común: con un poco de suerte podrían provocar un cambio en España. Éste permitiría establecer a las espaldas de Francia un régimen que le fuera poco proclive y que podría debilitar la retaguardia francesa y las comunicaciones entre las dos orillas del Mediterráneo. En el caso de Mussolini se trataba, adicionalmente, de conseguir la hegemonía en el espacio geoestratégico italiano. Los protectores de Franco, lubricando sus decisiones con una oportunista declaración de principios anticomunistas, cual fue la defensa de la Europa cristiana frente a las hordas asiáticas, decidieron contribuir a la eliminación del molesto gobierno de Madrid. 




			Ahora bien, la intervención de los dictadores, y Hitler se adelantó incluso a Mussolini, reconfiguró súbitamente el haz de influencias que desde el exterior incidió sobre los acontecimientos españoles. Incluso moldeó el comportamiento de las potencias democráticas induciéndolas hacia una retracción acelerada. Probablemente pesó más la acometida alemana que la italiana. A finales del verano de 1936 Hitler y Mussolini estuvieron a punto de cantar victoria: la República parecía perdida. Se hubiese hundido antes si el gobierno Giral, en una decisión sumamente criticada pero, en mi opinión, inevitable, no hubiese armado a las masas populares contra la insurrección. De lo contrario, el triunfo rebelde hubiera quedado asegurado casi desde el primer momento. 




			Fue a los dos meses de la sublevación ya encaminada hacia el triunfo cuando entró en funcionamiento la cuarta dinámica: la decisión soviética de  ayudar con hombres y, sobre todo, armas a la República. No fue rápida pero tuvo efectos muy significativos. Sin esas armas, y en ausencia de fuentes regulares de abastecimiento alternativas, el naciente Ejército Popular no hubiera podido resistir durante mucho tiempo los embates del adversario. Aun así, Madrid estuvo a punto de caer en manos de los sublevados, que habían logrado avances territoriales inmensos gracias en parte a la ayuda material de las potencias del Eje. 




			A pesar de los suministros soviéticos, la maquinaria de guerra republicana casi nunca se vio dotada de los medios que necesitaba para compensar el apoyo que Franco continuaría recibiendo sin solución de continuidad y que incluso se intensificaría. Naturalmente la historiografía profranquista ha hecho siempre, y sigue haciendo incluso en la actualidad, todo lo posible e imposible para debilitar tal hecho. No abundan, sin embargo, los autores de dicha cuerda que se hayan desplazado a los archivos en los que se remansa la evidencia primaria relevante de época y la entrecrucen. 




			Por otro lado, la República siempre careció de la unidad necesaria para poder movilizar suficientes reservas. Nunca dispuso de los recursos humanos más o menos entrenados que desde el principio echó al combate el enemigo. Todo ello tuvo dos consecuencias que jamás lograron erradicarse: una moral que, fuera de los sectores militantes y temerosos de la reversión de los cambios económicos, políticos, sociales y culturales, no se vigorizó con el transcurso del tiempo y la permanente tendencia a una discordia interna muy debilitante. 




			Los sublevados disfrutaron desde el principio de los efectos de un, para ellos, círculo virtuoso caracterizado por la interacción de tres factores esenciales. El primero fue la abundancia de soldados mercenarios o profesionales —españoles y extranjeros, incluidos los marroquíes— con capacidad para absorber los nuevos suministros de armas que llegaban a la Península. Cuando necesitaron expandir o modernizar tal capacidad, instructores alemanes e italianos les pusieron en condiciones de manejarlos en tiempo récord. El segundo factor estribó en la consecución de la casi inmediata unidad de mando bajo la espada militar a la vez que los avances territoriales subsiguientes levantaron la moral y la mantuvieron en cotas bastante altas. El tercero consistió en la convergencia de dos tendencias contrapuestas: la estrategia seguida por Franco a favor de una guerra larga y la tenaz resistencia republicana, incluso en escenarios que parecían imposibles. 




			En el caso del factor material más fácilmente cuantificable como fueron los suministros de equipamiento y elementos bélicos, tema al que esta obra presta una atención especial, los republicanos estuvieron en desventaja desde los primeros momentos. Su capacidad de absorción tropezó con límites estrictos. No se trataba de tener armas sino también de saber utilizarlas en condiciones que poco a poco fueron haciéndose complejas. 




			Para aquellos materiales decisivos en un combate que fue tecnificándose a ritmo acelerado, tales como los carros de asalto y la aviación, resultó necesario establecer sistemas organizativos y logísticos que permitieran extraer de ellos todo el rendimiento posible. La República no pudo hacerlo hasta contar con las Brigadas Internacionales o con asesores soviéticos, muchos de cuyos consejos o apreciaciones chocaron con la pluralidad y polarización dominantes en los ámbitos político y militar. La subordinación de la diversidad a las exigencias de la conducción militar nunca se llevó a cabo con la misma firmeza que entre los sublevados. 




			



			 






			TRES TENSIONES CENTRALES EN LA ESCENA INTERNACIONAL 




			



			 






			El colapso del aparato de Estado en el territorio controlado por el gobierno  tuvo  consecuencias  que  terminaron  creando  un  nuevo  círculo  vicioso. Fortaleció la creencia en países tales como Gran Bretaña y Estados Unidos de que en España se ensayaba poco menos que un nuevo experimento para-soviético. No se trata de una exageración de historiador que juzga a la salva distancia de setenta años. Ya en la fecha tan temprana del 30 de julio, el embajador británico sir Henry Chilton, que llevaba meses siendo intoxicado por los conspiradores, se sintió autorizado para informar a Londres de que en aquellas regiones en las que no había triunfado la rebelión «el control [...] está en manos de los comunistas» y que se estaban reproduciendo «muy fielmente» las condiciones de la «revolución [rusa] de 1917». El Reino Unido, bajo un gobierno hiperconservador y sensible a los intereses de clase, se convirtió en la potencia que más daño hizo a la República, como ya podía anticiparse desde antes de la sublevación.3 




			Hay que tener en cuenta que ésta se proyectó sobre una escena internacional cuarteada por tensiones múltiples. Tres eran centrales. En primer lugar, la derivada de la pugna con las potencias descontentas de los arreglos que cerraron el primer conflicto mundial. Se trataba, básicamente, de Alemania e Italia. A ella se añadió la reacción más o menos comprensiva del Reino Unido —seguido por una Francia debilitada y cuya política exterior y de seguridad iba a la rastra de Londres— ante los desgarrones que aquéllas iban propinando al orden internacional de los años de entreguerras. 




			La segunda tensión procedía del hecho de que, para muchos, el fascismo no era el enemigo irreconciliable de un sistema de democracia liberal y capitalista, que se esforzaba sin demasiado éxito por salir de las profundidades de la depresión económica y trampeaba en condiciones de gran conflictividad social. El enemigo auténtico lo constituía la Unión Soviética, que proponía un sistema alternativo, que se encontraba en fase de crecimiento acelerado, que exhibía una proyección ideológica cuasiuniversal y que proclamaba orgullosamente que el futuro le pertenecía porque la HISTORIA, con mayúsculas, estaba de su lado. Contaba, además, con las cuñas que le deparaban los partidos comunistas occidentales, más obedientes a Moscú que a las autoridades nacionales, despreciadas o despreciables en el altar del internacionalismo proletario. 




			La tercera tensión estaba ligada a la propia Unión Soviética. Este inmenso país se hallaba inmerso en un esfuerzo titánico para determinar el curso de su evolución futura (salpicada de purgas que habían empezado a diezmar la vieja guardia bolchevique y que en los años de la guerra civil española adquirieron un paroxismo sangriento), tanto en el plano interno como en el exterior. No era una época para exportar el sistema comunista hacia otras latitudes, contrariamente a la machacona insistencia del movimiento trotskista. Era una época para protegerse de los nubarrones que se vislumbraban tanto al Oeste como al Este. El conflicto español estalló, precisamente, en un período en el que el temor a una posible guerra europea permeabilizaba la política interior y exterior de la Unión Soviética. En tal coyuntura, no era irrazonable pensar que el consentir bazas a los agresores podría constituir una mala inversión.4 




			En este contexto, una amplia gama de dimensiones estratégicas, políticas e ideológicas europeas se vieron afectadas en mayor o menor medida por las posibles consecuencias del golpe militar semifracasado y semiexitoso. Lo que terminó ocurriendo en España no es comprensible, en su destilación en una guerra civil ampliamente inesperada, sin una interacción constante con la pugna política, ideológica y de poder que se dibujaba fuera de las fronteras españolas. 




			No comparto la tesis, tan cara al integrismo neofranquista de nuestros días, como en su momento lo fue a las fantasías históricas de los vencedores, de que la guerra civil fuese el resultado inevitable e inesquivable de la evolución política y social española. Es decir, un proceso puramente endógeno e impulsado por factores esencialmente internos. Para defender tal interpretación, y subsisten numerosos autores que lo hacen, es preciso olvidar una masa de evidencia primaria relevante de época que apunta, exactamente, a lo contrario. 




			



			 






			ACCIONES DE EMERGENCIA 




			



			 






			Desestructuradas las fuerzas armadas, sublevados y gubernamentales debían recrearlas. Para los primeros no fue difícil. Mantuvieron las estructuras orgánicas y de mando, depurando a quienes no se les unieran. Armaron, bajo la disciplina y órdenes militares, a civiles conservadores o fascistizados y/o los incorporaron a filas. No fue preciso hacer grandes retoques numéricos en los escalafones. Bastó con sustituir a los oficiales y jefes que permanecieron fieles al gobierno por los que se sublevaron y, poco a poco, ascender a los más leales a puestos de mandos superiores. 




			Para los gubernamentales el problema fue mayúsculo. Implicó integrar a una amplia gama de milicias o de elementos civiles armados que proliferaron súbitamente como setas tras las lluvias de otoño. A la par, y por mor del descoyuntamiento militar, surgió una grave carencia de capacidad para aprovechar los recursos materiales disponibles. No eran tan escasos como suele afirmarse. Pero tampoco eran demasiado modernos y, para colmo, muchos de ellos pronto cayeron en manos de los sublevados. Quizá la cuestión más angustiosa estribó en qué hacer cuando la evidencia del combate puso de manifiesto que inmediatamente del lado de los rebeldes operaban soldados, aviadores y material extranjeros. 




			El mismo 19 de julio los regimientos sublevados fueron disueltos. El gobierno licenció a las tropas y ordenó armar a las milicias políticas y sindicales, hacia las cuales había empezado a afluir ya algún material. Para algunos ello equivalió a dejar la República en manos de las fuerzas izquierdistas y revolucionarias. Pero ¿cuáles eran las alternativas operacionales? 




			La distribución de armamento puso sobre la mesa tres nuevas posibilidades. Teóricamente, la de lanzarse a la defensa de la República. Pero también, no hay que olvidarlo, la de ajustar cuentas a los enemigos de clase. Por último, la de impulsar, por la fuerza, la revolución tanto tiempo ensoñada por los sectores más militantes e ideologizados del movimiento obrero. Al rememorar aquellos días, seis años más tarde, uno de los protagonistas de esta obra, el que fue ministro de Hacienda y más tarde presidente del gobierno y responsable último de la política de defensa, el catedrático y político canario Juan Negrín, apuntaría: 




			



			 






			Discútase en su día cuanto sea acerca de errores y aciertos del Gobierno en el poder cuando estalló la revolución, y haya al enjuiciar las naturales divergencias humanas.5 En lo que no habrá duda es sobre que sin la audaz decisión de entregar las armas a las masas, la República no hubiera sobrevivido al primer día del levantamiento, y que gracias a ella se echaron por tierra los cálculos del enemigo que contaba, para su éxito, con hallar una nación inerme. 




			



			 






			Aquellas masas (ya fuesen meramente republicanas, nacionalistas, socialistas, anarquistas o comunistas) se sintieron traicionadas por los militares sublevados, a los que rápidamente se motejó de «fascistas» (en realidad no eran muchos todavía los imbuidos de tan novedosa ideología), e incluso por un gobierno que no había sabido estar a la altura de las circunstancias. Con independencia de la filiación desde la cual se le contemplara, en el golpe todas ellas divisaron acertadamente un intento desesperado por eliminar las reformas económicas y sociales que el Frente Popular había empezado a dinamizar. En ciertos sectores, embriagados por la propia retórica, se percibió además la anhelada posibilidad de liquidar de una vez por todas las inhibiciones que habían impedido la ansiada reestructuración social. Este aspecto desempeñó un papel nada desdeñable en las filas anarquistas. 




			Los meses de agosto y septiembre de 1936 guardan un extraño paralelismo, que ya advirtieron algunos observadores extranjeros, con los meses críticos del comienzo de lo que se denominó el Terror en la Revolución francesa. Muchos milicianos de variado pelaje que ansiaban el descoyuntamiento del orden social existente, y con él la consecución de su utopía, se encontraron de pronto con operaciones militares que no eran un dechado de modernidad bélica pero para las cuales no estaban en modo alguno preparados, ni técnica ni sicológicamente. 




			A la limpieza de la retaguardia se unió el retroceso en los desdibujados frentes de batalla. Quienes tanto preconizaban la revolución no sabían desplegarse, evitar movimientos envolventes o pasar al contraataque. Los retrocesos fueron constantes. ¿Cómo hacer soldados en un plazo de semanas de los obreros y campesinos que hasta poco antes habían vacado a sus ocupaciones habituales? Faltaban las estructuras de apoyo y de mando. 




			En el plano exterior el gobierno no tuvo, literalmente, otra opción que la de dirigirse a Francia. La inicial petición, conviene precisarlo, no implicó una demanda de intervención. Se trató de algo más elemental. Simplemente el que un país amigo permitiera el aprovisionamiento en armas y material, ya fuese procedente de sus arsenales, ya de sus industrias privadas. En un escenario de historia-ficción es verosímil que los meros suministros materiales no hubiesen compensado fácilmente las desventajas cualitativas en el plano personal. El escenario que se produjo fue, sin embargo, el más destructivo que jamás hubieran podido pensar los gobernantes republicanos. 




			Para la República, Francia era uno de sus más firmes valedores, tanto ideológica como políticamente. La desigualdad tradicional en las relaciones bilaterales no quitaba un adarme a la importancia que en Madrid se atribuía al país vecino. Los contactos se habían estrechado tras el triunfo de los respectivos Frentes Populares. La política exterior del francés, que asumió la responsabilidad gubernamental a principios de junio, la habían expuesto el presidente del Consejo, el socialista Léon Blum, e Yvon Delbos, al frente del Quai d’Orsay, en el Senado y en la Cámara de Diputados, respectivamente, unas semanas antes del golpe, el 23 de junio. Había habido una referencia explícita a las relaciones con España, algo que resultaba bastante inhabitual. 




			Además, con independencia de la conexión política e ideológica, un cruce de cartas confidenciales realizado con ocasión de la firma de un acuerdo de comercio en diciembre de 1935 preveía el suministro de material bélico francés a España. Este compromiso no había llegado a tramitarse en las Cortes y, por consiguiente, desde el punto de vista español tenía un valor jurídico endeble. Se había alcanzado en el marco de una política de renovación del equipamiento material que, sin duda con vistas a parar una eventual algarada revolucionaria desde la izquierda, habían impulsado los gobiernos centro-derechistas. 




			En la negociación de la carta los franceses habían indicado que no se trataba de una cláusula de orden comercial sino de carácter político-militar. Su idea era que el gobierno español no habría de limitarse a «la compra pura y simple de material sino a la adquisición de patentes de aviación y de artillería para establecer fábricas en España que, en caso de guerra, pudieran abastecer al ejército francés, por encontrarse toda la industria militar que le servía de apoyo en las regiones del norte, este y sureste, o sea bajo la inmediata amenaza de los grandes centros aero-militares alemanes e italianos». 




			Como es notorio, la inicial disposición de Blum fue atender la petición, que su jefe de gabinete André Blumel recibió en un telegrama escrito en claro en la noche del 18 de julio. Era muy modesta. El 21, Blum reunió a varios ministros y les dio a conocer sus propósitos. Asistieron Édouard Daladier, vicepresidente y ministro de Defensa, Yvon Delbos y Pierre Cot, ministro del Aire. Se mostraron favorables, en particular el último. Blum prosiguió rápidamente sus encuentros bilaterales y poco a poco fue adquiriendo contornos un plan de acción. 




			Sin embargo, sus propósitos no pudieron materializarse. El embajador español, ya en vísperas de traslado, Juan Francisco de Cárdenas, su ministro consejero y efímero sucesor como encargado de negocios, Cristóbal del Castillo, y el agregado militar, teniente coronel Antonio Barroso, interpusieron obstáculos, filtraron las peticiones y contribuyeron a generar un escándalo mediático.  Es  lo  que  necesitaban  los  adversarios  del  Frente  Popular,  que aprovecharon  la  oportunidad  para  atacar  con  furia  creciente  al  gobierno Blum. La situación se complicó en un tiempo récord. Periódicos de derechas y de extrema derecha como Le Jour, Le Figaro, L’Echo de Paris y L’Action Française hicieron, literalmente, su agosto. 




			Las disensiones pronto se abrieron camino en el seno de la coalición gobernante. Personalidades de primera línea como Albert Lebrun, presidente de la República, Édouard Herriot, presidente de la Cámara, Jules Jeanneney, del Senado, y Camille Chautemps, ministro de Estado, añadieron leña al fuego. Este último se cuidó en subrayar que nadie entendería en Francia que el gobierno pudiera arriesgarse a incurrir en complicaciones exteriores cuando no lo había hecho, meses antes, con motivo de la remilitarización de Renania. 




			El argumento era exagerado. En París, y antes de que el Frente Popular llegase al gobierno, se habían sopesado los riesgos del caso renano. Se creyó que no cabía aceptarlos sin contar con el aval y el apoyo británicos. No en vano se trataba de hacer frente a Alemania. El 21 de julio, y en España, la situación no era la misma y ni siquiera parecida. 




			Encarar a solas la posibilidad del menor riesgo externo, sin el crucial soporte de Londres, era algo que sin embargo ponía los pelos de punta a muchos políticos y diplomáticos franceses. No es, pues, de extrañar que la actitud de Blum se explique por su deseo de no erosionar la solidaridad con los británicos, que ya le habían dado a conocer algo más que una reticencia gélida. 




			En Francia no hubo, pues, seguimiento oficial a las peticiones españolas aunque tampoco se impidió en un primer momento que la industria comerciase con el gobierno republicano. La postura del Quai d’Orsay fue que los suministros que eventualmente pudiera hacer el Estado francés supondrían una intervención en los asuntos internos de otro. Se trataba de una opinión harto discutible si bien el Quai añadió premonitoriamente que si la Alemania nazi o la Italia fascista reconocían a los sublevados, la gravedad de la situación  resultaría  evidente.  La  retracción  francesa,  inesperada  e  inexplicable para Madrid, constituyó un primer clavo en el ataúd que las democracias occidentales iban a construir para enterrar a la República y sus avances económicos, políticos y sociales. 




			

			

			 


			

			BERLÍN Y ROMA A FAVOR DE FRANCO 




			



			 






			Todavía debía transcurrir un cierto tiempo antes de que la retracción inicial francesa rodeara con un dogal la soledad republicana. Lo que importa destacar aquí es que, en el mismo momento en que Francia empezaba a adentrarse por tal camino, el 25 de julio de 1936, fecha crítica en la historia del conflicto español, Hitler se dispuso a hollar precisamente el opuesto. El dictador alemán pensó mucho más estratégicamente y actuó con mucha mayor rapidez que su propio dispositivo diplomático y militar, también muy cauteloso. Su decisión, que he estudiado casi al minuto en otra ocasión, dejó en mantillas los titubeos franceses. 




			El 31 de julio partió para España por barco la primera expedición de ayuda nazi. La componían 86 soldados profesionales cuidadosamente seleccionados y más de cien toneladas de material de guerra. Les acompañaban seis aviones de caza Heinkel 51 y veinte baterías antiaéreas. El 6 de agosto llegaron a Cádiz, después de que un navío republicano avistara el barco que los transportaba. Por lo demás, hacía ya quince días casi que el avión de Lufthansa en el que los mensajeros de Franco a Hitler habían hecho el viaje de regreso de Berlín se dedicaba a transportar tropas coloniales desde Marruecos a la Península. Para no aburrirse, también de vez en cuando había empezado a participar en alguna que otra acción bélica, aunque fueran españoles quienes lo pilotaran. De todas maneras, no se crea que el cuidado en no intervenir activamente durase mucho. La primera acción de guerra estrictamente alemana tuvo lugar poco antes del 15 de agosto de 1936. Si esto no era ir deprisa... 




			Los italianos supieron también, en puridad antes que nadie, que el golpe estaba a punto de estallar. El 16 de julio uno de los militares implicados en la sublevación la anunció al cónsul general en Tánger, Pier Filippo De Rossi del Lion Nero, quien rápidamente transmitió la información a Roma. Los servicios de inteligencia británicos descifraron el mensaje. En él ya aparecía Franco como jefe del pronunciamiento que, se afirmó, iba a iniciar la Legión en Tetuán. El 20 de julio, Franco preguntó a los italianos si su gobierno estaría dispuesto a suministrar aviones para el transporte de tropas. No está documentado que Franco conociese los contactos previos de un sector de los conspiradores con el régimen mussoliniano pero nos parece extraño que los ignorase.  Tenían  una  larga  historia  y  en  la  conspiración  habían  participado activamente militares que estaban al corriente de los mismos. 




			La consecuencia es idéntica. El movimiento militar parecía muy patriótico (durante el franquismo siempre se le caracterizó de glorioso alzamiento nacional y este último adjetivo fue constantemente por delante de cualquier otro) pero Franco no tardó en emitir señales de que estaba dispuesto a obtener ayuda del extranjero a cualquier precio. El 23 de julio una fuente segura informó al agregado militar italiano que el general rebelde se había lamentado de que en Roma no se hubiera aceptado inmediatamente su solicitud. Caracterizó tal carencia de «miopía política». Si conocía el grado de compromiso de Mussolini se explica su sorpresa. 




			Por eso Franco argumentó que si el movimiento triunfaba gracias a la ayuda  italiana,  ello  permitiría  que  en  la  futura  política  exterior  española la influencia de Roma prevaleciera con respecto a la de Berlín. Franco inició así una partida de estímulo y concurrencia entre las dos potencias fascistas de la que probablemente se prometía mucho más de lo que obtuvo. Los resultados fueron a veces interesantes pero con mayor frecuencia negativos. Hitler no era de quienes iban a dejarse arrastrar por Franco o por Mussolini. El general rebelde, en cualquier caso, insistió en que la sublevación se había convertido en una lucha entre las fuerzas del orden y el bolchevismo, apelando claramente al sentimiento anticomunista. Tampoco en ello hay que ver ningún tipo de presciencia. No era otra la argumentación que antes del golpe se había esgrimido con los británicos y la que inmediatamente hicieron valer personajes tan diferentes como el general Gonzalo Queipo de Llano o José María Gil Robles. Hay que negar cualquier «virtud» particular a Franco en la esfera ideológica. 




			No debió de ser muy difícil para el Duce vencer sus reticencias iniciales, lógicas ante la confusión creada y la importancia del paso que se le solicitaba. Amén de un barco cargado de municiones y de material bélico, la ayuda incluyó inicialmente doce aparatos Savoia-Marchetti 81. Franco se enteró al anochecer del 28 de julio de que Italia había hecho caso de sus peticiones. Tuvo que ser un gran día para él porque escasas horas antes habían regresado sus mensajeros de Berlín e informado de que Hitler ya había dado un paso al frente. 




			Tampoco es exagerado pensar que Franco respiraría tranquilo. En el corto lapso de diez días se había asegurado la ayuda de las dos potencias fascistas. También había logrado el reconocimiento de su lucha sin cuartel contra los muchos males de la Patria pero, y sobre todo, contra el comunismo, leitmotiv de lo que pronto fue caracterizado como «Cruzada». 




			La intromisión mussoliniana empezó inmediatamente a coordinarse con la de Hitler (una primera reunión del almirante Wilhelm Canaris y del general Mario Roatta, jefes de los servicios de inteligencia militar de ambos países, tuvo ya lugar en Roma el 4 de agosto). Paradójicamente indujo a una mayor retracción en Francia en donde todos quienes preconizaban la abstención pusieron el grito en el cielo. Es decir, que si antes de la decisión de Hitler el síndrome de Renania ya había levantado su cabeza, cuando se confirmó la intromisión nazi se convirtió en un mantra para abogar a favor de una política que comenzaba a verse desautorizada en sus propios fundamentos. 




			



			 






			NACE LA NO INTERVENCIÓN 




			



			 






			La historia es suficientemente conocida, aunque las interpretaciones siguen siendo muy diferentes. En París, con el gobierno muy dividido, tuvo lugar una nueva reunión del Consejo de Ministros el 1 de agosto. Los favorables a la República (entre ellos los socialistas Vincent Auriol y Roger Salengro y los radicales Pierre Cot y Jean Zay) se apoyaron en la ayuda italiana para reclamar el envío de material de guerra. Siquiera para compensarla. Los contrarios lanzaron la idea de que convenía favorecer la retracción internacional de cara al conflicto español. Si los proponentes pensaban que desestimularía las  decisiones  de  las  potencias  fascistas  se  equivocaron  estrepitosamente. Como ya se habían equivocado en el caso renano. La escisión no discurrió esencialmente por líneas ideológicas o de partido. Al final de la tarde el comunicado oficial mostró que la balanza se inclinó del lado que rechazaba el apoyo a Madrid. 




			Por un lado se era consciente de que no sería fácil continuar negando a un gobierno legítimo la posibilidad de adquirir armas si se le acosaba desde el exterior (aunque esto es, precisamente, lo que sucedió). Por otro, si se conseguía evitar que se hicieran suministros a los dos contendientes quizá pudiera evitarse un aumento de la tensión externa a la vez que se facilitaría la tarea del gobierno español, que teóricamente contaba con mayores recursos que los sublevados. 




			Este cálculo racional, cartesiano, estaba viciado de origen. No salió porque estaba basado sobre una premisa totalmente errónea: que las potencias que ya habían empezado a ayudar a los sublevados se pararían en su ayuda. Más hubiera valido que los políticos cartesianos indagaran en las causas de por qué precisamente los Estados fascistas apoyaban a los rebeldes. 




			Que hubo tirones y contratirones es evidente. El 4 de agosto el nuevo embajador, Álvaro de Albornoz, solicitó, nada menos que de acuerdo con Daladier, el envío de dos millares de fusiles y dos millones de balas y 10.000 bombas de aviación. Según Luis Jiménez de Asúa, vicepresidente socialista de las Cortes, enviado a toda prisa a París, el pedido comprendía, además, 50 ametralladoras con las municiones correspondientes y ocho cañones del 75 con sus obuses respectivos. Las bombas se dividían a partes iguales de 5.000, entre las de 10 y de 20 kilos. No era gran cosa pero sí lo que se encontraba en el Parque de Artillería de Burdeos y listo para embarcar. Se trataba de un primer encargo, «ya que el segundo había de ser un poco más tarde y tal vez de material más abundante». 




			Con todo, el origen de la no intervención ha de enfocarse bajo una luz límpida y precisa. Tras algunos tanteos que los franceses hicieron en Londres, y que han sido hiperdimensionados en la historiografía, el embajador británico en París, sir George Clerk, terció en las controversias internas francesas. Era el hombre adecuado en el momento y situación adecuados. Anunció que su gobierno se distanciaría de toda injerencia en los asuntos españoles, algo que ya temían los dirigentes franceses. Su intervención hizo bascular dramáticamente la balanza. Daladier y Delbos se atrincheraron detrás de la sugerencia. Era una démarche aparentemente inoficial pero del aliado principal de Francia y caía sobre territorio abonado. 




			Dando una de cal y otra de arena, en un clima de intensa conflictividad y de algarada mediáticas, el titular del Quai d’Orsay ordenó a los embajadores en Roma y Londres que sondeasen si los gobiernos respectivos estarían dispuestos a adoptar, de acuerdo con el francés, reglas comunes de no intervención en España. Mientras tanto deberían indicar que, ya que los rebeldes habían recibido armas del extranjero, París «consideraría difícil oponerse por principio a las peticiones de un gobierno normal y reconocido oficialmente y que, a tal efecto, debía reservarse» su libertad de acción. Es lo que podría caracterizarse como cuadratura del círculo. 




			Londres se adhirió a la idea francesa. ¡Cómo no iba a hacerlo si había contemplado, impasible, la evolución de la conspiración antes de que estallara! Además, conocía perfectamente, por los telegramas italianos que iban descifrándose en cascada, el grado de intensidad que adquiría la intervención de Mussolini en España. A los políticos conservadores británicos tampoco les  sonaría  mal  la  argumentación  de  Franco  de  que  no  luchaba  sólo  por el futuro de su patria sino por la paz de los pueblos (sic), amenazados por el comunismo. Era el tipo de enfoque que arrasaba en Francia entre la derecha y en la extensa franja fascista o en vías de fascistización. 




			Por el contrario, la Unión Soviética manifestó rápidamente, el 6 de agosto, su voluntad de adherirse al proyecto. La víspera el comisario adjunto de Asuntos Extranjeros, Nikolai Krestinsky, defendió la medida ante Stalin argumentando que «no podemos dar una respuesta negativa o dilatoria porque sería utilizada por los alemanes e italianos para justificar su ayuda posterior». La URSS se declaró, pues, a favor con tal de que Portugal también lo hiciera y que cesara de forma inmediata la ayuda concedida por ciertos gobiernos a los sublevados. 




			Roma, en un gesto de supremo desprecio, tampoco se demoró en ofrecer una respuesta un tanto positiva, aunque solicitó precisiones adicionales retardatarias. Mussolini no tenía, naturalmente, la menor intención de acatar cualquier cortapisa contra la ayuda que ya enviaba regularmente a Franco. Del mismo modo Portugal dio una contestación pre-afirmativa, si bien con la salvedad de que no podría adoptar una decisión hasta que el gobierno soviético no se hubiera adherido formalmente a la línea preconizada por Francia. Un juego normal en la escena internacional pero repleto de intenciones contrapuestas, que rápidamente desmintió, en contra de las formulaciones de las potencias fascistas, la evolución sobre el terreno. 




			El gobierno de Madrid rechazó por principio y en términos doctrinales la no intervención. La aceptó de mala gana, como un medio de prevenir complicaciones de carácter general. Es verosímil que con el aparato del Estado desplomado no se divisara ninguna otra alternativa. Recordó, eso sí, la conveniencia de que se pusiera en vigor rápidamente para evitar la injusticia que representaba. También recalcó la necesidad de garantías para su estricta aplicación ya que de otra forma constituiría una fuente de dificultades. Esto es precisamente lo que ocurrió. 




			La respuesta oficial francesa el 19 de agosto ahondó en una premisa no menos falsa que la que estaba en el origen de la idea: el acuerdo no podría causar detrimento al gobierno republicano. Lo causó y muy grande. Equivalía a negar a un Estado soberano su derecho inmanente a la legítima defensa. Por lo demás, los franceses aceptaron dialécticamente la tesis española de que el valor de la no intervención dependería esencialmente de cómo se la pusiera en vigor y de la eficacia de las garantías que asegurasen su aplicación estricta. 




			Así pues, desde el primer momento el efecto derivado del contexto internacional se caracterizó por una notable asimetría. Es algo difícil de negar, pero el lector puede tener la seguridad absoluta de que las versiones profranquistas más y mejor establecidas han hecho todo lo posible por oscurecer su predecible resultado. A saber, que el país más próximo a España y con el que la República mantenía las más estrechas relaciones se inhibió desde el principio en ayudarla. No faltó incluso el temor a una posible generalización del conflicto en la que Francia pudiera encontrarse sola. Tal temor era exagerado, aunque lo esgrimiera profusamente la derecha, aprovechando el profundo sentimiento pacifista de amplios sectores de la sociedad francesa para los cuales la sangría de la Gran Guerra estaba todavía muy presente. 




			Entre el 25 de julio y los primeros días de agosto de 1936 cristalizaron en consecuencia dos movimientos contradictorios: por un lado, la asimetría en las respuestas oficiales de las potencias más directamente interesadas en lo que pasaba en España, con Francia, el Reino Unido y otros países en clara retracción frente a la acometida nazi-fascista; por otro, el desencanto que la actitud oficial contra el libre envío de armas a la República generó en ciertos sectores del cuerpo político y administrativo francés. 




			La forma de buscar un resquicio que permitiera salir del dilema la encontraron los franceses en autorizar de tapadillo el envío de ciertos suministros y, en un segundo tiempo, cerrar los ojos ante algunas de las manifestaciones de apoyo a la República que no caían de inmediato bajo el dogal de la no intervención naciente. Esta dualidad de actitudes se mantuvo con altos y bajos a lo largo de todo el conflicto y no constituyó nunca una base de confianza para centrar sobre ella la vertiente exterior del esfuerzo de guerra republicano. 




			Se debe a Gerald Howson el mérito de haber desentrañado lo mucho que hubo de ficción detrás de la inicial ayuda francesa. Se concentró en los elementos entonces más preciados para favorecer la contención de los sublevados: la aviación. El primer aparato, un caza Dewoitine 372, partió para Barcelona el 7 de agosto por la tarde. El 8 lo hizo el grueso de la expedición: doce cazas más (tres de los cuales se averiaron al aterrizar) y seis bombarderos Potez 54. Ninguno iba preparado para acciones bélicas. Es más, en contra de lo que podría suponerse, ni siquiera tenían armamento. 




			Muchos de los flamantes aviones, que según la mitología franquista tipificaron el «inmenso» apoyo a la República, o al menos el máximo que los franceses pudieron hacer antes de que cayera la cortina de hierro de la no intervención, tuvieron que quedarse en tierra durante algún tiempo mientras se arbitraba una solución. Alguien dio pronto con ella. Se encargó a un catedrático de Medicina, Rafael Méndez, discípulo de Juan Negrín, y a otro de Química, Antonio Madinaveitia, que fueran a París para obtener el carburante preciso. 




			Cuando llegaron se encontraron con que la compañía Shell, proclive a los sublevados y que ha salido en la literatura de rositas, se negaba a vender. Tampoco quiso hacerlo Air France, algo más sorprendente. El problema fue ascendiendo peldaños hasta llegar a la mesa del propio Blum. Tras telefonear a Cot, se desbloqueó una situación que de no haber sido dramática resultaría grotesca. 




			Este episodio permite apoyar tres conclusiones: la primera es que el gobierno madrileño echaba mano de quien pudiera, con tal de que fuese de la suficiente confianza; la segunda que no debe exagerarse la importancia de los envíos de aviones franceses ya que su empleo, al ir desarmados, carecer de la posibilidad de recibir fácilmente armamento y no disponer del combustible necesario, resultaba más complicado que lo que suele afirmarse en la literatura; la tercera es que en las semanas que siguieron a la sublevación el tan cacareado apoyo francés ha de ponerse bajo lupa. Su retraso y pobreza asestaron un golpe mortal a la República en los inicios mismos del conflicto y colapsaron la moral de aquellos que en las esferas gubernamentales sabían por dónde iban los tiros. 




			Es más, a medida que transcurrieron las primeras semanas no sólo se consolidó la asimetría sino que sus efectos fueron haciéndose más evidentes, y en una desproporción creciente, sobre el balance de fuerzas. Frente a los 29 bombarderos, 6 cazas y otros 35 en camino, amén de un pequeño contingente de soldados profesionales y expertos, varias baterías antiaéreas y los servicios logísticos correspondientes que acudieron a reforzar los efectivos a las órdenes del general Franco, aportando técnica y organización, ¿qué se constata en el lado republicano? Un desbarajuste considerable en los suministros tramitados por vías subrepticias en Francia, tardíos, costosos, no demasiado eficaces y cuyo flujo se secó rápidamente. 




			Si a ello se añaden los errores de apreciación táctica gubernamentales se identifican muchos de los ingredientes que explican las derrotas iniciales. En algo más de dos meses y medio los sublevados anularon la aviación republicana y prosiguieron una rápida campaña de conquista territorial en un torbellino de sangre, fuego y ejecuciones sumarias contra cualquiera que hubiese mínimamente destacado por la menor proclividad o apariencia izquierdistas. No era limpieza étnica pero sí ideológica. En muchas de las hojas de servicio de los militares sublevados, tal término de limpieza se utilizó profusamente. 




			



			 






			UNA DESGRACIA NUNCA VIENE SOLA 




			



			 






			La asimetría reseñada fue, por desgracia para la República, intensificándose en el curso del tiempo. Si los dictadores fascistas intervinieron en el conflicto es porque pensaban obtener ventajas y beneficios estratégicos a largo plazo. En cuanto se puso de manifiesto rápidamente que para lograrlos debían subir la apuesta, ninguno de los dos dudó en hacerlo. 




			Ello impulsó un flujo ininterrumpido de suministros a favor de Franco que los británicos, contables minuciosos, siguieron día a día por lo menos en lo que se refería a los italianos (no he encontrado nada similar para los alemanes aunque me extrañaría que no fuesen objeto de atención).6 Tal flujo permitió consolidar la retaguardia rebelde y favorecer un avance rápido, sofocando cruelmente los desbaratados e ineficaces intentos de contención que iban oponiendo los elementos leales a la República. 




			En consonancia con la actitud que antes de la sublevación ya había adoptado el gobierno de Londres, los servicios de inteligencia británicos se dispusieron a seguir al minuto lo que ocurría en España. También lo hicieron otras potencias, singularmente Francia y la Unión Soviética. Lo que diferencia el caso británico de todos los demás (incluidos los países fascistas, que al principio mantuvieron sus relaciones diplomáticas con Madrid) es que en Londres existían bazas no desdeñables de las que los demás carecían. En primer lugar, la capacidad de desciframiento sistemático de las comunicaciones italianas, norteamericanas, francesas y republicanas. Pero es que, además, inmediatamente se montó un servicio de inteligencia especial (el Air Intelligence Service) que escudriñó día a día la evolución en España y cuya existencia tampoco suele aparecer reflejada en la literatura sobre el conflicto español. 




			Londres hizo oídos sordos a la petición republicana, cursada el 21 de julio, para que los buques de la flota pudieran repostar víveres y carburante en Tánger y Gibraltar. En lo que se refiere a la ciudad internacional, tal posibilidad había suscitado la víspera el rechazo duro y formal de Franco en conversación con el cónsul británico. El rebelde general llegó incluso a amenazar con bombardear la ciudad si ello ocurría. En la reunión del Consejo de Ministros en Londres del 22 de julio, cuando Franco ya se dirigía en demanda de apoyo al Tercer Reich, se adoptó una decisión sobre cómo proceder. Cabe atribuirle una importancia excepcional puesto que, como veremos, determinó una primera toma de posición soviética de cara al incipiente conflicto español. 




			Lo que esta decisión significó era que mientras los franceses renqueaban, a trancas y barrancas, para definir una línea de actuación que pudiese contentar a todos, salvo a los republicanos, Londres asumió a toda velocidad, a los pocos días de la sublevación, una actitud de «neutralidad» que favorecía claramente a los rebeldes. Ello se debía a la doble creencia de que la República carecía de la capacidad suficiente para frenar los conatos revolucionarios y que en modo alguno convenía a los intereses británicos apoyar a un régimen tras cuya legalidad formal divisaban un proceso político, económico y social aborrecible. 




			El primer lord del Almirantazgo y ex ministro de Asuntos Exteriores, sir Samuel Hoare, no pudo ser más claro: no había que hacer nada que pudiera inducir a la Unión Soviética a prestar apoyo a los comunistas españoles. A tan eminente político no se le ocurrió pensar que pudiera ocurrir precisamente lo contrario. No sólo veía, o pensaba, a corto plazo sino con particulares anteojeras. En consecuencia, el Reino Unido debía abstenerse de cualquier acción que fortaleciese las tendencias comunistas en España, desde donde podrían propagarse a Portugal. Esto sí que constituiría un grave riesgo para el Imperio. Ni que decir tiene que la dictadura salazarista se había preocupado desde el primer momento de hacer llegar a Londres tal interpretación que, por otro lado, no era necesaria. 




			Los marinos de la Royal Navy, en la punta de lanza de la observación de lo que ocurría en España, no ocultaron nunca sus simpatías para con los rebeldes. Se movían en un universo ideológico dominado por prejuicios y visiones apocalípticas que ya se habían exteriorizado antes del estallido del golpe militar. En marzo o principios de abril los analistas de inteligencia de la Royal Navy (el senior service y siempre de la más acrisolada actitud conservadora) habían dado una nota de alarma haciéndose eco de rumores, falsos naturalmente, que presagiaban una España en proa al despeñamiento en una república soviética contra lo cual se preparaba un golpe militar, liderado por un distinguido general. Tras los sangrientos días de julio, debió de ser muy fácil extrapolar tales percepciones y autofelicitarse por la exactitud de las predicciones. ¡Los hechos les daban la razón! Para la pragmática mente británica, la confirmación de tales temores debió de azuzar las turbias premoniciones con que contemplaban el futuro. 




			El embajador que representó a la República en Londres desde finales de septiembre de 1936, Pablo de Azcárate, procedente del secretariado de la SdN, tuvo que lidiar con un gobierno en el que predominaban, según escribió en sus memorias, «los elementos más reaccionarios del partido y en el cual incluso sus elementos más liberales no se distinguían por una especial simpatía hacia nuestra república». La investigación histórica ha confirmado plenamente estas afirmaciones cuya intensidad Azcárate no llegó nunca a intuir. 




			La City jamás apostó por la República. La lideró el Banco de Inglaterra, cuyo gobernador Montagu Norman mantenía un enfoque progermánico y antifrancés. En los archivos de la entidad se conservan algunos de los informes que llegaban. Uno, del 5 de agosto, destacó la falta de preparación de las improvisadas milicias, que no podrían competir contra el ejército rebelde. La moral se había hundido y se constataban deserciones. Faltaba munición. Las ejecuciones de elementos fascistoides habían empezado. Que Madrid caería en poder de los rebeldes no ofrecía duda, aunque pudiese durar un par de meses. 




			El gobierno Giral tampoco tuvo suerte en Londres con su embajador. Julio López Oliván, cuyas comunicaciones interceptaban los británicos, acababa de presentar credenciales y no tardó en sumarse a los rebeldes. Siguió, no obstante, en su puesto desde el cual saboteó peticiones de ayuda e informó a los agentes de los sublevados de las gestiones que se le encomendaron. Aunque esto de por sí ya encerraba un grave peligro, López Oliván hizo mucho más daño a la República. 




			El 24 de julio visitó en plan de amigo, según se cuidó en subrayar, al titular del Foreign Office, Anthony Eden, y le ofreció graciosamente un análisis de prospectiva. Había tres posibilidades: que triunfaran los rebeldes, que ganara el Frente Popular o que lo hicieran los comunistas (sic). Esta última era, en su opinión, la más probable. Hay diagnósticos que matan y éste debió de contribuir, en la medida que Eden concediera crédito a los tres escenarios diseñados, a reforzar más aún las preconcepciones que corrían a raudales por los pasillos del Foreign Office y que afloraban en los análisis que le preparaban sus subordinados o que le transmitían el AIS y los servicios de inteligencia naval. 




			Eden informó poco después de la entrevista a sus colegas de gobierno y, naturalmente, algunas voces se alzaron para indicar que la producción británica debía destinarse al rearme propio. Formalmente se le autorizó a seguir los procedimientos administrativos normales en el caso de que recibiera alguna petición oficial española. El ministro dejó constancia manuscrita de su esperanza de que si ésta se materializaba se encontrasen los medios apropiados para evitar la exportación. 




			López Oliván, que hasta ahora ha salido un tanto indemne en la literatura, perjudicó mucho más a la causa republicana que su colega de París, un aspecto que no suele destacarse. Mientras Cárdenas dimitió casi de inmediato, el representante en Londres continuó su doble juego. Por ello en Madrid no sospecharon nada y pasaron a estudiar la posibilidad de poder comprar en Inglaterra aviones ya que no militares al menos de pasajeros. 




			Tales esperanzas duraron poco. El 19 de agosto las autoridades británicas se quitaron la careta y prohibieron la exportación pura y simple de aviones civiles a España. A Barcelona habían llegado catorce aparatos y a Burgos diez. La medida equivalió, como en el caso francés, a una declaración unilateral de no intervención. Ni en el Reino Unido ni en Francia se esperó a que se formalizara la reacción de todos los países a los que se habían cursado invitaciones. Había prisa. 




			El primer ministro, Stanley Baldwin, también consideró que en España estaba poniéndose en marcha un régimen comunista. Había dicho a Eden, según confesó a uno de sus asesores, que en modo alguno debía alinear al Reino Unido con la Unión Soviética si la actitud que tomaba Francia ante el conflicto español era intervencionista. Si hay un ejemplo de hasta qué punto los prejuicios políticos e ideológicos pueden distorsionar al más alto nivel el análisis de lo que ocurre en otro país, éste es, sin duda, el caso británico, aunque para el analista el peso de los intereses estratégicos y económicos no deba pasar a segundo término.7 




			Pablo de Azcárate hizo un esfuerzo supremo. Aprovechando sus contactos con la misión británica ante la SdN en Ginebra, en agosto de 1936 trató de explicar lo que estaba en juego en España. Su análisis permite iluminar las percepciones republicanas. La primera fue, sin duda alguna, la amargura y el desencanto que la actitud anglo-francesa había provocado, no ya por el lanzamiento de la idea de no intervención sino también por la premura en aplicarla cuanto antes. La segunda, y quizá más importante, fue de perplejidad ante la posibilidad de que los gobiernos de Londres y París pudieran creer en la patraña de que lo que estaba sucediendo en España era una confrontación entre comunismo y anticomunismo. 




			Si los países democráticos ayudaban a la República ésta podría neutralizar la rebelión y fortalecer el núcleo duro de republicanos de pro y de socialistas moderados en torno al cual cabría establecerse una futura estructura política y social. Al tiempo, reforzarían sus posiciones en ella. Azcárate no creía que los sublevados pudieran ganar. Su triunfo constituiría un fracaso político lamentable. Sólo los factores internacionales podrían llevarles a la victoria. Se trató de un análisis premonitorio. 




			



			 






			GESTIONES EN EL SPREE Y EN EL POTOMAC 




			



			 






			Las aciagas noticias de Londres y París tuvieron que exasperar los ánimos de los dirigentes madrileños. No es de extrañar que se pensara en gestiones algo más exóticas. La primera de ellas, aunque también denegada, debió causar menos sorpresa que la que proporcionaron las actuaciones francesas y británicas. Se dirigió, créase o no, a la Alemania nazi. El 1 de agosto por la mañana el ministro de Estado Augusto Barcia convocó a Hans Sturm, representante de la Federación de la Industria Aeronáutica alemana en Madrid. El gobierno deseaba adquirir con la máxima urgencia aviones de caza y de bombardeo no demasiado pesados. También necesitaba bombas de aviación de 50 y 100 kilogramos. El pago se realizaría en las condiciones que eligiesen los proveedores, sin excluir la posibilidad de hacerlo en oro. 




			Las corrientes de suministro de material bélico de Alemania a España eran antiguas y se habían mantenido tanto en los años de la Monarquía como de la República. Los representantes de la industria bélica germana gozaban de gran consideración y siempre habían tenido un acceso fácil a los medios gubernamentales. 




			Los círculos berlineses se hicieron los sordos. Tres días más tarde los españoles exigieron a Sturm una respuesta. También, todo hay que decirlo, los rumores de la intervención nazi se habían consolidado. La animosidad contra los alemanes crecía. En la embajada en Madrid se temía incluso que los republicanos se incautaran de algunos aparatos de la Lufthansa. Ya había habido un precedente creado por los rebeldes en Canarias. 




			Sturm se personó en la Wilhelmstrasse, en donde se le puso al corriente de la situación. Se le aconsejó dar todas las largas que pudiera. En la tarde del 7 de agosto, en una reunión en la que participó el almirante Canaris, se decidió no aceptar la propuesta. Acompañado de Sturm, un militar español, el teniente coronel Luis Riaño, hizo vanas visitas en repetidas ocasiones hasta que por fin decidió regresar a Madrid el 18. La intervención nazi a favor de los sublevados se desarrollaba con toda intensidad y las relaciones se tensionaban entre el Tercer Reich y la República. ¿Qué salidas quedaban? 




			Ciertamente, no la de Estados Unidos, cuyas puertas no se entreabrieron demasiado. El entonces secretario de Estado Cordell Hull seguía muy de cerca lo que pasaba en la Península Ibérica. Estaba preocupado por lo que pudiera ocurrir a los ciudadanos e inversores norteamericanos y había protestado enérgicamente ante el gobierno Giral por la expropiación efectuada por los anarquistas catalanes de varias empresas estadounidenses. Algunos de sus altos funcionarios también pensaban que en España se daba una repetición de la revolución bolchevique de 1917. No era ésta una perspectiva alentadora ya que reforzaba la creencia de que en el extremo occidental de Europa surgía un nuevo experimento para-soviético. La reacción inmediata en Washington, aparte de protestar, consistió en esperar y ver. Nunca hubo el menor interés en la mayor parte del establishment en ayudar a la República. Lo poco que se hizo, se hizo en contra suya. 




			La postura norteamericana era sólida, como se comunicó al encargado de negocios francés. La idea de participar formalmente en la no intervención estaba, sin embargo, descartada. Lo que había detrás no era un problema de política exterior sino esencialmente de política interna. La opinión pública atravesaba por un período de introversión y la Administración, dividida entre quienes apoyaban ideológicamente a la República y quienes la combatían, no tenía interés en invertir en el tema el menor adarme de capital político, empezando por el propio presidente Roosevelt y ello con independencia de sus credenciales de centro-izquierda. 




			En los meses del otoño, antes de que entrara en vigor el embargo legal norteamericano, que se decretó en enero de 1937, hubo posibilidades de adquirir material. Varias comisiones de compras españolas se desplazaron para obtener todo lo que pudieran lo más rápidamente posible. De hecho, el canal estadounidense, hasta que se cerró, constituyó una de las pocas puertas entreabiertas a la República. 




			Descartadas como fuentes Francia, Gran Bretaña y Alemania, y con la no intervención despuntando en el horizonte, el gobierno de Madrid tenía ante sí un negro panorama. Sólo en México se entrevió alguna luz. 




			La reacción mexicana fue la que los republicanos hubiesen esperado de Francia o, eventualmente, del Reino Unido. Con el respaldo presidencial se vaciaron  los  arsenales  de  todos  los  fusiles  y  municiones  almacenados  en cuanto se recibió noticia de los deseos españoles. El gobierno de Madrid solicitó el 17 de agosto el envío urgente de fusiles y cartuchos. Al día siguiente, el presidente, general Lázaro Cárdenas, comunicó al embajador Félix Gordon Ordás que había cursado órdenes al ministro de la Guerra para se pusieran a disposición española veinte mil fusiles y veinte millones de balas. Inmediatamente, dio un paso adicional y autorizó al embajador en París, coronel Adalberto Tejeda, para que, a petición española, comprase por cuenta de la República  todo  el  armamento  que  pudiese.  Tejeda  ya  se  había  movido  en  tal sentido. La adquisición de material en Gran Bretaña y en Estados Unidos por parte de México topó, sin embargo, con dificultades. 




			Cárdenas no ocultó las razones de su apoyo. En sus Apuntes señaló que «México proporciona elementos de guerra a un gobierno institucional, con el que mantiene relaciones» y que concitaba «la simpatía del gobierno y sectores revolucionarios de México». Su conclusión era que «la responsabilidad interior y exterior está a salvo». Es más, proclamó su apoyo a los cuatro vientos. El 1 de septiembre de 1936, en su tradicional informe a las dos Cámaras, reunidas en sesión solemne, indicó sucintamente lo que se había puesto a disposición del gobierno republicano. Le contestó en nombre de los dos cuerpos legislativos el presidente del Congreso, Luis Enrique Erro. 




			Este último afirmó que «vender pertrechos de guerra y prestar ayuda moral —e incluso material— a un gobierno amigo, legítimamente constituido, está perfectamente ajustado a las normas de ética que presiden la vida de relación internacional. Obrar de otro modo equivaldría a conceder implícita beligerancia a una insurrección militar». Era una afirmación absolutamente correcta que los políticos y diplomáticos franco-británicos, con contadas y honrosas excepciones, prefirieron ignorar. 




			



			 






			EL PRIMER SOS HACIA MOSCÚ 




			



			 






			Éste es el momento en el que hay que mencionar los humildísimos orígenes de la gestión que a la larga resultó la más importante para el esfuerzo de guerra y que rompió la soledad de la República: el viraje hacia la Unión Soviética. A primera vista podría pensarse que fue una más de las realizadas por el gobierno Giral cuando inició sus contactos para adquirir armamento y material en el exterior. Se trató de la dirigida, el 25 de julio de 1936, al embajador de la Unión Soviética en París. 




			El telegrama en que se plasmó no fue muy específico ni precisó las necesidades. Simplemente indicó que la República se veía obligada a aprovisionar a sus fuerzas armadas con armamento moderno. Señaló que los rebeldes habían iniciado una guerra civil y que ya estaban obteniendo armas y municiones en grandes cantidades desde el exterior. Esto no era todavía exacto y tal vez se tratase de un intento de estimular una respuesta positiva.8 El telegrama llegó a la capital de un país en el que el tema español ya había aflorado en las alturas del Politburó y que seguía con atención los acontecimientos en la lejana Península. 




			El Politburó era todavía en aquel entonces la autoridad central en materia de política exterior, defensa e interior. Por supuesto las opiniones de Stalin eran ya absolutamente básicas. El Sovnarkom, consejo de comisarios o gobierno, ocupaba una posición subordinada y el comisario de Exteriores, Maxim Litvinov, por ejemplo, no formaba parte del primero. 




			Pues bien, informalmente el Politburó acordó ordenar al Comisariado del Pueblo para el Comercio Exterior (NKVT) que enviara combustible a España a un precio reducido, en las cantidades necesarias y en buenas condiciones. Esta decisión, cuya significación política no puede subrayarse lo suficiente, se tomó al día siguiente de que el gobierno republicano se hubiese dirigido a Londres planteando la posibilidad de abastecimiento de la flota y un día antes de que el Consejo de Ministros británico la desestimara. 




			La cuestión que se suscita es cómo pudo conocerse en Moscú en prácticamente tiempo real la necesidad acuciante que los republicanos sentían de tal producto. Sospechamos la larga mano de Donald McLean, uno de los espías de Cambridge incrustados en el Foreign Office y que trabajaba en la dirección general que se ocupaba de España. La decisión se adoptó, pues, de manera rapidísima. Apenas si medió tiempo entre la petición española a Londres y la reacción de los soviéticos. Todo se hizo a una velocidad tal que recuerda la adoptada aquellos días por Hitler. 




			No es inverosímil que los soviéticos se comunicaran con el gobierno de Madrid. Si dieron a conocer su reacción rápidamente, la petición de Giral cobraría una tonalidad diferente. Sería Madrid la que hubiese reaccionado al haber  visto  entreabrirse,  quizá,  una  posibilidad  en  Moscú.  Nada  permite pensar que este episodio, poco iluminado, se separe de la lógica que seguía el gobierno al multiplicar sus peticiones, a diestro y siniestro, con el fin de obtener lo que pudiera. También se dirigió a Berna y a Praga. Cuando el 6 de agosto el famoso periodista Mijail Koltsov, de Pravda, recién llegado a París camino de Barcelona, se vio asaltado por el hijo de Giral, éste le reiteró que se necesitaban mandos, pilotos y bombas de aviación. 




			Es posible contrastar esto, pues por un informe republicano del 24 de agosto se sabe que Giral hijo se encontraba mezclado en múltiples gestiones para adquirir material. Innecesario es señalar que todas estas démarches estaban desprovistas de connotaciones ideológicas. De lo que se trataba era, exactamente, de comprar armamento donde fuese posible. Con todo, algunos historiadores conservadores se han dejado llevar por sus fantasías anticomunistas y pretendido lo contrario. Conviene, pues, retroceder un poco en el tiempo. 




			Los gobiernos republicanos habían tardado en establecer relaciones diplomáticas con la Unión Soviética. En realidad, España fue uno de los pocos países que más se retrasaron en reconocer al Estado soviético. Otra cosa era el montaje de las respectivas embajadas, cuestión que ha de verse desde la perspectiva de las dos partes. En España las asociaciones de amigos de la URSS (había muchas) lo habían reclamado pero los gobiernos tenían otras cosas en que pensar. 




			La situación era diferente vista desde el ángulo de la Komintern, que contaba con agentes en Madrid desde hacía años. Aunque los tres pivotes en que se  sustentaba  la  proyección  exterior  de  influencia  soviética  (PCUS,  Sovnarkom y Komintern) estaban subordinados a Stalin, no siempre coincidían sus intereses inmediatos ni tampoco sus tácticas. Las zancadillas y los encontronazos estaban a la orden del día. Los diplomáticos trabajaban en una atmósfera enrarecida en la que la orientación de Litvinov se veía entorpecida desde los sectores fundamentalistas del primero o del último. 




			En el VII Congreso de la Komintern de julio y agosto de 1935 se había dado un giro dramático en el plano conceptual. Los soviéticos se veían confrontados a peligros contra los cuales no podían hacer frente con éxito si confiaban exclusivamente en sus propias fuerzas. Necesitaban aliados y debían buscarlos allí donde pudieran encontrarlos. Se decidió, pues, englobar a sectores muy varios que incluyesen no sólo a los obreros y campesinos sino a la pequeña burguesía, a los intelectuales, a los pacifistas y a los antifascistas de toda laya. 




			Así se inició la estrategia que abrió las compuertas a la formación de «Frentes Populares» (con gran éxito en Francia, España y Chile). En ella se reflejó la solución dada a un doble problema: cómo navegar en un entorno caracterizado por la emergencia de amenazas no desdeñables y cómo abordar las consecuencias operativas de la naturaleza ambivalente de la acción exterior de la URSS. En su origen, un Estado revolucionario de nuevo cuño debía sobrevivir en un entorno no revolucionario, sobre el cual pendían la amenaza nazi y la frialdad de las potencias democráticas. 




			Obligado a transigir con la relación de fuerzas en el exterior, Moscú extrajo apoyo de los movimientos favorables a la futura y postergada revolución. El primer deber de un comunista estribaría en sostener a todos los gobiernos que aplicasen un programa de lucha contra el fascismo y la guerra. Al hacerlo, fortalecerían los esfuerzos de la propia Unión Soviética. Esta visión la comprendieron algunos diplomáticos y analistas en las potencias democráticas occidentales. Pero no muchos de los sectores que apoyaban a los gobiernos respectivos. 




			En España no estaba en el orden del día la creación de un equivalente al poder soviético.9 Lo que contaba era robustecer el Frente Popular y un régimen democrático que permitiese poner un valladar al fascismo y a la contrarrevolución. Otras veleidades de algunos segmentos de la Komintern chocaron con el susto que en Moscú deparó la remilitarización de Renania. De forma urgente puso sobre el tapete la conveniencia de subordinar la acción de los Frentes Populares en Francia y en España a las exigencias de una política de seguridad colectiva. Todas las afirmaciones de distinguidos, y no tan distinguidos,  historiadores  conservadores  españoles  y  extranjeros  sobre  el peligro de una revolución comunista en España son puras fantasías cuyo origen se remonta a los preparativos propagandísticos e intoxicantes de la sublevación. 




			Cuando ésta estalló la Komintern se vio confrontada a una nueva situación. La perplejidad moscovita se dejó traslucir en toda su intensidad el 19 de julio, al preguntar a los agentes en Madrid acerca de la significación del nuevo gobierno Giral, cuál era la situación en el ejército y si los partidos del Frente Popular actuaban solidariamente contra el golpe. 




			En una reunión del 23 de julio el tema español se suscitó en la Komintern. Su secretario general, el búlgaro Georgi Dimitrov, sentó la interpretación canónica a la que se atendría la organización durante largo tiempo. La revuelta en España había creado una situación compleja que no debía aprovecharse para avanzar por el camino de la dictadura del proletariado ni, mucho menos, para montar soviets. Hacer algo en tal sentido sería un error fatal. Por el contrario, lo que había que hacer era situarse bajo la bandera de la defensa de la República y no abandonar las posiciones mantenidas por el régimen democrático, precisamente cuando las masas obreras disponían de armas. Había que aconsejarles que hicieran causa común con la pequeña burguesía,  con  los  campesinos  y  con  los  intelectuales  a  fin  de  fortalecer  la república democrática para vencer a los elementos fascistas y contrarrevolucionarios. Una vez esto se lograra, ya se vería. Mientras tanto, si la revolución se excedía, por ejemplo, confiscando empresas e industrias, la pequeña burguesía, los intelectuales y los campesinos darían la espalda a los comunistas que no disponían de fuerzas suficientes para sostener la lucha. 




			Dimitrov  planteó  el  dilema  operativo  que  era  cómo  actuar  de  cara  al combate: ¿desarrollando el sistema de milicias?, ¿creando un ejército nuevo en torno a los oficiales que habían permanecido fieles a la República? Las implicaciones eran muy diferentes y el secretario general se pronunció a favor de la segunda. Con razón. Contra una parte del ejército en rebeldía, las masas desorganizadas no podrían oponer demasiada resistencia. Un ejército, sí. Obsérvese que esto se afirmaba a la semana escasa de haberse producido el golpe. 




			Como conclusión de esta reconstrucción del contexto en el cual el gobierno de Madrid diseñó una serie de actuaciones para apuntalar los esfuerzos contra la rebelión, cabe subrayar una vez más la asimetría de la respuesta por parte de las potencias democráticas y de la URSS, por un lado, y de las potencias fascistas por otro. En el plano político, diplomático y de suministros se había iniciado una dinámica en la que estas últimas tomaron claramente la carrerilla. Las primeras se inhibieron por diversas razones, entre las cuales el temor a auxiliar un conato para-soviético en España no fue el menor. Francia, que tenía un análisis más diferenciado, no pudo y no quiso separarse de su aliado central, el Reino Unido. El único que no sintió la menor duda fue México, pero ni por su lejanía, ni por su capacidad bélica o industrial podía constituir un canal adecuado por el que transitara un flujo de suministros que reforzase la capacidad de resistencia. Ello hizo que la atención republicana se concentrara, desde el primer momento, en la obtención de armamento por canales subrepticios, así como en la habilitación de los medios necesarios para pagar tales adquisiciones. 




			Y en cuanto a la Unión Soviética, ¿qué? Hemos destacado y analizado brevemente los movimientos de algunas piezas de ajedrez importantes. La decisión sobre el carburante no fue desdeñable. Pero las gestiones efectuadas desde el lado republicano hay que enmarcarlas en el cuadro de búsqueda desesperada de ayudas exteriores, en la que tantas puertas se cerraron. Lo que sí está claro es que Stalin, a diferencia de Hitler y Mussolini, no dio, en principio, un paso al frente. 




			Si la experiencia de las primeras semanas de conflicto no fue muy positiva para los republicanos en el plano exterior, la que sufrieron en las siguientes en el plano interno no fue mucho mejor. Pronto resultó evidente que lo que había comenzado como una asonada sangrienta no podía contenerse. Las tropas más fogueadas, el Ejército de África, implantadas rápidamente en el sur y reforzadas continuamente por el puente aéreo alemán, dieron comienzo bajo las órdenes de Franco a una marcha ascendente en paralelo a la frontera portuguesa. Dejaron tras de sí un reguero de sangre. 




			La recluta de marroquíes empezó de forma inmediata. En el primer mes y medio se incorporaron casi 10.000 guerreros. La lucha contra el comunismo ateo, el atractivo de las armas y de las compensaciones económicas, la sed de sangre y la gratificación sexual contra las «rojas» empezaron a actuar velozmente. La aviación desmoronó la resistencia de las desorganizadas milicias. En el plazo de pocas semanas este ejército fortalecido conectó con las columnas de Mola que descendían del norte y selló la frontera con Portugal. La continuidad territorial de una extensa zona sublevada presagió que el balance de fuerzas se inclinaba peligrosamente en contra de los republicanos. 




			



			 






			ORO AL SERVICIO DE LA GUERRA 




			



			 






			El gobierno Giral echó rápidamente mano a una medida muy discutida para encarar las consecuencias de la sublevación y habilitar los medios precisos a fin de adquirir material del exterior. La adoptó a los dos días de tomar posesión, es decir, el 21 de julio. Se trató de la movilización de las reservas de oro del Banco de España. Se inició cuando Blum se planteaba atender a la petición de armamento. 




			Tales reservas se encontraban en la central madrileña. El Banco de España era entonces una entidad privada, como ocurría en numerosos países. A pesar de todas las acusaciones que la derecha había lanzado contra una República a su entender excesivamente reformista, por no decir cuasirrevolucionaria, no se había producido ningún movimiento significativo a favor de su nacionalización. 




			El Banco tenía la forma de una sociedad anónima, con un capital de 177 millones de pesetas. Estaba representado por 354.000 acciones nominativas de 500. Como entidad a la que el Estado había concedido el privilegio de emisión estaba sujeta a control. El gobierno nombraba al gobernador y a los dos subgobernadores. También influía en el consejo general, baluarte de la oligarquía financiera, compuesto por 21 miembros. De éstos, quince eran elegidos por los accionistas, uno por los bancos y banqueros, otro por el Consejo Superior de Cámaras de Comercio y otro por las confederaciones agrícolas.  El  gobierno  nombraba  a  tres,  a  propuesta  del  ministro  de  Hacienda, como representantes del interés público. 




			España disponía de cuantiosas reservas movilizables que, según el criterio que se aplique, pueden cifrarse entre 715 y 719 millones de dólares de la época, equivalentes a 635 o 639 toneladas de oro fino10 y, respectivamente, a 20.415.721 o 20.544.324 onzas troy tomando como valor de la onza troy el de 35 dólares de la época. El importe en moneda no era una cifra secreta. El 7 de agosto, por ejemplo, The New York Times lo cifró con bastante exactitud en 718 millones. Los balances se publicaban normalmente y los círculos financieros internacionales podían seguir las oscilaciones del nivel de reservas. Las que cabía movilizar con facilidad se contabilizaban entonces por un importe de 2.188 millones de pesetas-oro (aplicando otros criterios, 2.198 millones). 




			Existía, además, un depósito en Francia, efectuado en la lejana fecha de 1931 para cubrir una operación de crédito, y el Tesoro disponía en el extranjero de algo más (en total el metal no disponible en Madrid ascendía a 204 millones de pesetas-oro). 




			Se trataba de unas reservas enormes. Al lector la cifra de 719 millones de dólares de 1936 no le dice nada. Sí le dirá algo su expresión en dólares de la primavera de 2011:11 una friolera de 29.746 millones, equivalentes a 22.881 millones de euros. Se trata, naturalmente, de un mero artificio contable, sujeto a las dramáticas oscilaciones del mercado según las circunstancias (a finales, por ejemplo, de septiembre de 2005 la onza troy de oro valía 473,5 dólares, un nivel ulteriormente de sueño) y como si España hubiera podido conservar hasta la actualidad su nivel de reservas de 1936. Un escenario totalmente inverosímil. 




			La posibilidad legal de la movilización estaba establecida en la Ley de Ordenación Bancaria (LOB). A su tenor, el banco no podía disminuir las existencias en oro sin contar con la preceptiva autorización del Consejo de Ministros. Existía, no obstante, una excepción: el gobierno tenía la facultad de acudir a la entidad y solicitarle que vendiese oro con el fin de actuar en el mercado monetario e influir en el tipo de cambio de la peseta. Era una disposición pensada para actuaciones en tiempo de paz e incluso constituía un dogal para utilizar con fines de política de crecimiento las cuantiosas reservas españolas. 




			El 21 de julio el ministro de Hacienda y miembro de Izquierda Republicana Enrique Ramos puso en marcha la movilización. El gobierno autorizó al banco para que vendiese oro por un montante de 25,2 millones de pesetas, valor nominal, con el fin de ejercer una acción interventora en el cambio de la peseta. 




			Según la Ley de Ordenación Bancaria la entidad estaba obligada a anticipar la mitad de la aportación. El 24 de julio el consejo del banco debatió y aceptó la comunicación de Ramos. Inmediatamente se avisó al Banco de Francia de que al día siguiente partiría una primera remesa consistente en 144.000 libras esterlinas en oro. Era la fecha en la que se reunía el Consejo de Ministros francés para debatir la línea a seguir de cara a los acontecimientos de España. Es decir, a pesar del descoyuntamiento derivado de la sublevación ciertos mecanismos del gobierno central no se colapsaron. El gesto debió de fortalecer la postura del ministro de Finanzas Auriol pero el resultado no fue el esperado. 




			Los españoles necesitaban con urgencia constituir un stock de divisas en París para satisfacer el importe del material que obtuvieran de Francia antes de que aplicara unilateralmente la no intervención. En esta perspectiva, pronto siguieron otros envíos por pequeñas cantidades. La primera venta de oro al Banco de Francia se realizó el 31 de julio. Se cedieron entonces 432.000 libras equivalentes a algo más de 53 millones de francos franceses. Esta suma, y la posibilidad de disponer de más fondos en el futuro, lubricó las mil y una actuaciones que a partir de agosto se hicieron ante empresas privadas y un sinfín de intermediarios para adquirir material de guerra, tanto en Francia como en otros países. 




			En los días 3, 4, 6, 10 (cuando se firmó el segundo convenio entre el Tesoro y el banco) y 12 de agosto se vendieron otras 856.000 libras esterlinas en oro. Su contravalor fue ingresado en el Banco Español en París por un total de casi 106 millones de francos. A partir del 20 de agosto los abonos se tramitaron a través de una cuenta que el Banco de España tenía abierta en el de Francia desde 1931. 




			El 30 de agosto, cuando las operaciones militares iban decantándose en un sentido muy contrario al deseado por el gobierno, se adoptó el primer decreto reservado que permitiría cubrir las ventas de oro al exterior bajo un velo mínimo imprescindible. Podría incluso afirmarse que se adoptó con cierto retraso aunque es preciso tener en cuenta que en el Ministerio de Hacienda, como en tantos otros departamentos, las semanas transcurridas fueron muy agitadas. Hubo que proceder a innumerables destituciones de cargos de lealtad más bien dudosa y las persecuciones lanzadas contra reales o presuntos enemigos no contribuyeron a calmar los ánimos. El decreto colmó el vacío jurídico. 




			En tiempos de emergencia bélica no siempre es posible aferrarse a la legalidad de los tiempos de paz. El gobierno se esforzó en mantener una ficción legalista en ciertos ámbitos cruciales. Mientras que los rebeldes proclamaron de manera totalmente ilegal el estado de guerra, que ponía automáticamente a las autoridades civiles bajo la bota militar, los republicanos lo hicieron sólo parcial y localmente, a pesar de la presión de sus propios mandos. En aquellos momentos tal vez quisieran evitar que tal declaración pudiera reforzar las tentaciones de terceros países de reconocer a los sublevados la condición de beligerantes. Ello no obstante, en ciertos aspectos había que dotarse de una nueva legalidad. Muchos de los preceptos promulgados no afloraron públicamente y en el área financiera la República adoptó una larga serie de disposiciones reservadas. La más importante, a decir verdad la fundamental, no se aprobó hasta abril de 1938. 




			



			 






			AYUDA A CRÉDITO PARA FRANCO 




			



			 






			Naturalmente los sublevados se opusieron con todas sus fuerzas a la movilización del oro. Desde el primer momento calificaron de ilegales las ventas y en las páginas del boletín de la Junta de Defensa dejaron constancia de su valoración: los republicanos eran unos traidores execrables. Lo que les hubiese gustado era disponer ellos del metal amarillo. Su táctica se orientó en un doble sentido: por un lado advirtieron al gobierno francés que no adquiriese oro y por otro informaron a los bancos que realizasen las transacciones ordenadas por los agentes y diplomáticos republicanos que se expondrían a las correspondientes consecuencias. En el primer ámbito su fracaso fue rotundo. No así en el segundo. 




			Si bien la documentación consultada para el mes de agosto de 1936 no permite identificar grandes impactos, el Barclays Bank, por ejemplo, adoptó una postura de cautela. Su ejemplo se repitió en otros casos. Aun cuando los efectos fueran simples retrasos, ya ello sería importante porque, como resultado de la no intervención avant la lettre practicada por Francia y el Reino Unido, los agentes republicanos habían tenido que introducirse de golpe y cabeza en el mundo de los traficantes de armas. Es obvio que en este oscuro ámbito la rápida disponibilidad de fondos podía ser determinante para concluir negocios o no. 




			En el desarrollo de las primeras actividades de adquisición de armamento, tales agentes se enfrentaron a un panorama que era, simultáneamente, simple y complejo. Simple porque con la movilización del oro podían utilizar divisas en cantidades significativas. Complejo porque esta disponibilidad era condición necesaria, no suficiente, para obtener material. Está perfectamente documentado todo lo que se consiguió. En general armas ligeras (muchas obsoletas) y material no estrictamente de guerra pero sí indispensable para las operaciones. 




			Desde el punto de vista de comparación con los republicanos, los sublevados no hubieran debido tener demasiadas posibilidades pero la realidad se encargó de mostrar que su situación era no sólo esperanzadora sino bastante cómoda. Sus resultados fueron, con el tiempo, excepcionalmente ventajosos. Es obvio que ello no dependía de la inmarcesible clarividencia del general Franco ni del genio de sus asesores. Tampoco del recurso a fórmulas poco menos que milagrosas. 




			Las utilizadas se iniciaron con la captación de los recursos en poder del público en joyas, dinero y valores que desembocaron en lo que más tarde se denominó la «Suscripción Nacional». Comenzó por una proclama emitida por Franco en fecha tan temprana como el 5 de agosto, en la que ya se afirmaba la necesidad de recaudar oro y metales preciosos «para restaurar el encaje del Banco de España, robado miserablemente por las hordas comunistas y restaurar la Economía nacional». Con los recursos allegados se trató inmediatamente de adquirir aviación. Se sabe que los obtenidos en Zaragoza y Teruel se encaminaron a la compra de nueve Heinkel 51, completamente nuevos y pertrechados, por un precio total de 765.000 marcos. 




			Un  episodio  bien  conocido  ilustra  la  atmósfera  en  que  se  movían  los agentes franquistas. Cuando uno de ellos planteó la cuestión del pago en Roma hizo notar «el sacrificio inmenso» que representaba, dada la carencia de divisas. El ministro de Asuntos Exteriores y yerno de Mussolini, Galeazzo Ciano, le interrumpió extrañado y preguntó a su jefe de gabinete: «¿Qué es eso de dinero? ¿Qué dinero se ha pedido?». La respuesta fue que se había solicitado un depósito de cinco millones y medio de liras. El ministro afirmó contundente: «Pas un seul mot de plus sur des questions d’argent. Après la victoire on en parlera, pas maintenant!». Es decir, primero la victoria. Después ya se hablaría de dinero. 




			Para Franco el problema esencial estribaba en incitar a las potencias fascistas a que no cesaran sus suministros de material bélico. Lo primero que se hizo fue confiscar productos que se les remitieron en la medida en que eran de interés de cara a su propio esfuerzo bélico. Particularmente importante fue este enfoque de cara al Tercer Reich, que desde fecha temprana planteó la cuestión de las compensaciones. La economía alemana funcionaba en clave autárquica, se preparaba para un conflicto europeo y no era cuestión de enviar material a España sin ninguna contrapartida. En consecuencia, se confiscaron piritas de las minas de Riotinto, una de las empresas de propiedad británica cuyos manejos en la época de paz habían soliviantado a numerosos republicanos. 




			Mientras los agentes de los sublevados pululaban por Roma, el Tercer Reich envió una segunda expedición que salió de Hamburgo el 13 de agosto en el vapor Kamerun, cargado de combustible (probablemente tetraetilado), cuya carencia se había hecho sentir agudamente. Al día siguiente partió el Wigbert con 372 toneladas de bombas y municiones, dos Junkers 52 y media docena de Heinkel 51. Simultáneamente el general alemán a cargo de la ayuda se entrevistó con Franco, quien le solicitó 20 aviones. El 18 de agosto se cursaron las oportunas órdenes para 20 Heinkel 46 (que llegaron a Lisboa el 31) y Hitler reafirmó que el apoyo se daba exclusivamente a Franco. 




			Es evidente que el hecho de que Franco fuese el único general en recibir ayuda alemana e italiana no perjudicó su imagen entre los altos mandos de la sublevación. El mismo día en que la Alemania nazi se adhirió a la no intervención, el 24 de agosto, Hitler decretó que el apoyo debía intensificarse en la medida de lo posible. El lector observará que el análisis cartesiano a la francesa seguía fallando estrepitosamente. 




			Una expedición con destino al territorio controlado por Mola tuvo lugar el 26, a través del Girgenti, que transportó 8.000 fusiles, 8 millones de balas y 10.000 granadas de mano. Evidentemente, la ayuda se prestaba sin solución de continuidad, con independencia de cuáles pudieran haber sido los cálculos iniciales. Una vez hecha la apuesta, y constatada la retracción de las potencias democráticas, ¿por qué no seguir? 




			Ahora bien, una guerra no puede financiarse a crédito únicamente. De vez en cuando había que utilizar divisas. Los sublevados recurrieron también a algunos círculos internacionales. Ni tantos como en la época señaló la propaganda de izquierdas ni tan pocos. Sus nombres son conocidos. El mismo día de la Victoria, el 1 de abril de 1939, Franco encontró tiempo para firmar una Ley Reservada de la Jefatura del Estado en la que se identificaban los préstamos financieros obtenidos durante el conflicto. 




			En el primer año de guerra, el más complicado para los sublevados, se obtuvieron tres préstamos. El primero lo concedió la Sociedad General de Comercio, Industria y Transportes de Lisboa. Como única garantía contaba con billetes del Banco de España. Lo otorgó en fecha muy temprana, el 11 de agosto de 1936. Ascendía a 13,5 millones de pesetas y llegó hasta un total de 175.000 libras. Aunque era por un año, se renovó múltiples veces y devengaba unos intereses del 5,5 por 100. 




			El segundo crédito fue de un millón de dólares. Franco lo consiguió el 22 de octubre de 1936, por un año, prorrogado en varias ocasiones. También se aumentó en 200.000 dólares más. Lo concedió la Compañía General de Tabacos  de  Filipinas,  sin  intereses,  a  través  del  banco  parisino  Movellan  et Compagnie. La suma se ingresó en el Westminster Bank de Londres, en una cuenta denominada «A. O. Tinckler». 




			El tercer crédito data del 6 de abril de 1937. Lo otorgó el banco londinense Kleinwort & Sons en el que Juan March estaba involucrado. Lo fue por seis meses, prorrogables, al 4 por 100 y por un total de 500.000 libras, que unos meses más tarde se aumentó hasta llegar a 800.000. El Kleinwort trabajaba con empresas alemanas (hay restos de sus operaciones con éstas en los archivos nacionales británicos). Atravesó por numerosas peripecias y sigue estando presente, de una u otra forma, en la City londinense. 




			Esta apelación a medios financieros internacionales es algo que los sublevados mantuvieron en el secreto más absoluto. La Ley Reservada de la Jefatura del Estado no se dio a conocer hasta 1979. Así pues, los historiadores profranquistas no tienen demasiada base para criticar el secretismo con el que la República abordó estos temas. Las deudas se convalidaron como obligaciones del Estado español, como sin duda hubiera tenido que hacer el gobierno de Madrid/Barcelona en el improbable supuesto de que hubiese logrado salir victorioso en la contienda. 




			Los préstamos financieros no fueron ni numerosos ni determinantes.12 Mayor importancia tuvieron los créditos comerciales que los sublevados obtuvieron de ciertos suministradores. Destacan los concedidos por exportadores norteamericanos de combustible (esencialmente la Texaco) y de camiones y otros vehículos. Nada de ello estaba considerado como material de guerra pero es obvio que sin tales elementos Franco no hubiera podido desarrollar una guerra mínimamente mecanizada. 




			En realidad, Franco financió su guerra gracias a los créditos estatales que le abrieron las potencias fascistas. Su reembolso, ya lo anticipó Ciano, quedó para después de la victoria. Sin la ayuda de Hitler y de Mussolini la máquina bélica de los sublevados se hubiera detenido irremediablemente. La percepción de que fueron los dictadores fascistas quienes pusieron a Franco sobre su excelso pedestal se confirma tanto en el plano político y militar como en el económico. En ambos casos la República guerreó con las manos semiatadas. Y si no las tuvo atadas totalmente fue gracias al apoyo soviético. 




			



			 






			¿UNA LUCECITA POR ORIENTE? 




			



			 






			En el marco de la incipiente no intervención, Stalin procedió de forma muy prudente, si bien no tardó en emitir algunas señales que debieron recibirse en Madrid como agua de mayo. Junto con la actuación de México fueron posiblemente las únicas buenas noticias en aquel verano de 1936. La respuesta soviética a los acontecimientos de España fue mucho más cautelosa incluso que la que se había producido cuando la remilitarización de Renania. Tras un período de espera (en el que, sin embargo, hubo gestos positivos), Stalin no se decantó por una acción directa a favor de la España republicana hasta que resultó evidente que el Tercer Reich y la Italia fascista se reían de la pomposa no intervención y continuaban como si tal cosa su apoyo creciente a Franco. Mientras aguardaba a ver cómo evolucionaba la situación, transcurrieron casi dos meses durante los cuales los sublevados hicieron progresos irreversibles. 




			El gobierno soviético demostró que no quería abandonar su inicial postura de prudente neutralidad. Uno de los diplomáticos italianos destinados en Moscú, Vincenzo Berardis, informó a Roma a finales de julio que un portavoz de los círculos dirigentes moscovitas le había confirmado que el Kremlin estaba bastante fastidiado y perplejo. No se entrometería en los asuntos internos de la Península, donde tenía todo que perder y nada que ganar. El informe llegó a la mesa de Mussolini, quien solía anotar los despachos de su representante. Siempre pensó que eran excelentes y que daban en la diana en cuanto al sentimiento profundo de los dirigentes soviéticos. Sus propias decisiones se vieron afectadas por ellos, pues le hicieron intuir que, en la óptica de Moscú, Italia tenía vía libre en España. 




			El desconcierto empezó a superarse a medida que transcurría el tiempo y la situación se deterioraba. Las señales que hicieron prever un interés algo más activo se remontan al 1 de agosto cuando, aprovechando el aniversario de la declaración de guerra de la Alemania guillermina al imperio zarista en 1914, Pravda presentó la imagen de un mundo capitalista en agitación permanente, de lo cual el conflicto español era todo un síntoma. En Izvestia el conocido periodista Karl Radek planteó un enfoque más radical: la guerra se aproximaba a las fronteras soviéticas y lo que ocurría en España exigía una respuesta inmediata. Era deber de las potencias occidentales forzar al Tercer Reich a elegir entre el aislamiento o participar en la seguridad colectiva. 




			Simultáneamente se cursaron instrucciones a los agentes de la Komintern en Madrid. Se confirmó que había que apoyar por todos los medios al Frente Popular. La República se enfrentaba al fascismo, la anarquía y la contrarrevolución en defensa de la democracia. Era preciso presentar un bloque unido en el que no tuvieran cabida las exacciones contra la propiedad de extranjeros ni los ataques contra los sentimientos religiosos del pueblo.13 Todos los compromisos con otros estados debían respetarse. En definitiva, un catálogo de pías intenciones que quedaba muy por detrás de la dinámica dominante en España y, sobre todo, de los intentos anarquistas por impulsar su propia y encandilante utopía. Eran, con todo, preceptos que, de haberse podido aplicar, quizá hubieran tranquilizado algo a las potencias democráticas. 




			De forma inmediata se organizaron manifestaciones en Moscú (120.000 personas) y en otras ciudades (100.000 en Leningrado). De puertas afuera se trataba de expresar el apoyo del pueblo soviético a los republicanos, a medida que la posición de éste se hacía más precaria. 




			La preocupación de los círculos dirigentes soviéticos fue progresivamente en aumento. En Moscú se reconoció que el conflicto iba para largo, que durante bastante tiempo reinaría una situación anárquica y que las repercusiones sobre la escena internacional serían notables. Si, por razones ideológicas, era obvio que Moscú tenía que situarse del lado gubernamental, desde el punto de vista del realismo político se temía un posible efecto negativo sobre Francia. En verdad, afirmó Berardis, el Kremlin se encontraba en un brete: si intervenía a favor de la República, provocaría una reacción poco favorable en ciertos sectores de la opinión internacional, sobre todo en el Reino Unido. Con ello, la obra paciente de Litvinov de reforzamiento de la seguridad colectiva amenazaría con venirse abajo. En consecuencia, la URSS se esforzaba por comprometerse lo menos posible. De aquí que la sugerencia francesa de no intervención le viniese como anillo al dedo. Este análisis daba en la diana. Demostraba que un observador inteligente sobre el terreno podía desarrollar intuiciones que la investigación ulterior contempla como exactas en gran medida. 




			Ahora bien, a medida que avanzaba el tiempo ¿qué se desprende de los documentos soviéticos? En mi opinión, un proceso de deslizamiento suave y progresivo, sumamente controlado por Stalin, hacia la ayuda a la República. Dicho proceso se vio lubricado por los informes que el servicio de inteligencia del Ejército Rojo (GRU) fue confeccionando a lo largo de los meses de agosto y septiembre. Aunque expuestos en términos muy diferentes de los que por la misma época redactaban sus homólogos británicos,14 los resultados eran muy concordantes y apuntaban hacia una próxima derrota de las fuerzas gubernamentales. 




			Tal preocupación destaca ya en el primer informe del GRU. Subrayó la importancia de los activos que controlaba el gobierno pero planteó interrogantes sobre el futuro: la injerencia de las potencias fascistas auguraba desgracias. No hizo demasiado hincapié en el distinto valor militar de las fuerzas en presencia, quizá porque todavía no se había manifestado en toda su crudeza la incapacidad de las milicias. La incapacidad, precisamente, de sostener combates contra fuerzas aguerridas (coloniales y Legión), dirigidas con mano de hierro por profesionales que sabían maniobrar tácticamente de manera adecuada en tanto que los milicianos ni tenían entrenamiento ni sabían oponer una resistencia sostenida. 




			También se planteó la conveniencia de establecer una presencia en España, algo absolutamente necesario para poder realizar cualquier valoración estratégica y operativa seria. Dicho establecimiento se hizo con arreglo a una doble línea de conducta. La primera fue abierta. Se plasmó en el envío de un pequeño grupo de diplomáticos a Madrid y en el montaje de una embajada en buena y debida forma. Su personal estaba compuesto en gran medida de agentes de los servicios de inteligencia. Ello permite intuir su íntimo enlace con la segunda línea. Ésta fue oculta y se destinó, tanto en la Unión Soviética como en el extranjero, a: i) influir en el comportamiento del PCE; ii) obtener información de primera mano sobre lo que realmente ocurría en la trastienda española y, sobre todo, iii) ayudar al gobierno republicano, aunque de forma no comprometedora todavía. 




			Tales pautas eran lógicas. El Sovnarkom no podía limitarse a las comunicaciones y contactos establecidos por la Komintern tiempo atrás. Hubiese sido suicida continuar dependiendo de los canales de la época de paz. En tiempos de crisis había que subordinar más estrechamente la actuación de la Komintern a los intereses estatales soviéticos, una distinción que suelen pasar por alto quienes se concentran en esta última como si representara la auténtica portavocía de aquéllos. La Komintern fue utilizada como instrumento de una diplomacia paralela. 




			El 22 de agosto el Politburó nombró polpred (representante político plenipotenciario, es decir, embajador) a Marcel I. Rosenberg, uno de los colaboradores de Litvinov y secretario general adjunto de la SdN, ante la cual también había formado parte de la delegación soviética. La elección no era, en principio, desafortunada. Como consejero en París, Rosenberg había conocido  los  problemas  relacionados  con  la  fracasada  instalación  de  embajadas mutuas y mantenido una postura un tanto reservada ante el triunfo del Frente Popular francés. Rosenberg consideró, en efecto, que ello podía dar demasiadas alas al PCF, lo cual acentuaría los temores ante la subversión o la revolución entre la derecha y el centro derecha. Éste era un enfoque del que participaba el propio Litvinov. 




			La imagen que de Rosenberg mantienen varios de quienes llegaron a conocerlo es que ni estuvo a la altura de sus responsabilidades ni supo tratar a los españoles. Quizá fuese consciente de ello ya que en alguna ocasión ofreció su dimisión a Litvinov, que no la aceptó. En cualquier caso, Rosenberg se comportó de forma poco diplomática desde el primer momento en España y sus jefes debieron llamarle la atención en repetidas ocasiones. Mala cosa en aquel tiempo. 




			Que una de las primeras decisiones del Politburó recayera en el envío a Madrid de agentes del GRU no debe sorprender a nadie. En la capital española habían actuado, en el período de la preguerra, agentes del Tercer Reich, de la Italia fascista, del Reino Unido y de Francia, países que también disponían de sendos aparatos de inteligencia en España. 




			La aparición de los soviéticos supuso, afirmó Julián Zugazagoitia, «un balón de oxígeno para nuestras esperanzas, que habían sufrido rudos golpes». Rosenberg arribó a Madrid prácticamente de incógnito el 27 de agosto, acompañado de dos expertos militares, según informó inmediatamente el encargado de negocios británico George Ogilvie-Forbes. No se dijo, en un primer momento, nada a la prensa, pero al día siguiente el embajador chileno, Aurelio Núñez Morgado, manifestó a su gobierno que «su entrada y salida en el hotel donde se hospeda se hace con imponente aparato de fuerza, rodeando un espeso cordón de soldados una cuadra entera de la Gran Vía, suspendiéndose el tráfico». 




			También se estableció en la Ciudad Condal un consulado general soviético, dirigido por Vladimir Antonov-Ovseenko, ex oficial de carrera que en 1917 había sido secretario del comité militar revolucionario de Petrogrado (antes y hoy San Petersburgo). Se había dado a conocer al asumir el mando de las fuerzas que asaltaron el Palacio de Invierno e hicieron prisioneros a los miembros del gobierno provisional. Más tarde fue director del Departamento Político del Ejército Rojo y representante en Checoslovaquia, Lituania y Polonia entre 1924 y 1934. Se trataba, pues, de un personaje un tanto notorio. Cuando se entrevistó con su colega británico, Norman King, el 12 de octubre, éste le encontró avejentado y cansado (si bien sólo tenía 53 años). No hablaba inglés ni español y no estaba familiarizado en modo alguno con España. 




			El encuentro debió de ser un tanto estirado. King, antirrepublicano convencido y profundamente racista, extrajo la impresión de que consideraba que los rebeldes tenían grandes probabilidades de ganar. El soviético coincidió en que las fuerzas gubernamentales consistían en jóvenes entusiastas pero que estaban mal equipadas, carecían de disciplina y eran incapaces de resistir el acoso de contingentes bastante bien entrenados. Todo ello era correcto.15 




			El diplomático soviético enviado a Bilbao, Josef Tumanov, se comportó con reticencia, bien por razones personales o, lo que es más verosímil, siguiendo instrucciones. Los franceses, muy implantados en la capital vizcaína, ni se enteraron al principio de su llegada. 




			



			 






			UNA ESPERANZA BIEN FUNDADA 




			



			 






			Ahora bien, fuera de estos movimientos diplomáticos fácilmente detectables también se adoptaron en Moscú decisiones que no se detectaron. El gobierno Giral aprovechó inmediatamente la llegada de Rosenberg para reiterar  la  necesidad  urgente  de  obtener  armamento  y  ayuda  soviéticos.  Por desgracia, la solicitud formal no se ha documentado hasta el momento. Es verosímil que se encuentre en esos legajos soviéticos todavía no abiertos. Fue la cuarta hecha en poco más de un mes, tras la efectuada a la embajada de la URSS en París y otras gestiones de Fernando de los Ríos y del hijo del propio presidente del gobierno. Con un representante en Madrid las comunicaciones se facilitarían considerablemente. Sin duda pusieron en marcha cuatro movimientos no evidentes. 




			Primer movimiento: fue captado por los servicios de interceptación británicos. Se trata de los telegramas que el secretariado de la Komintern envió a Madrid el 23 y el 24 de julio. Como ya hemos indicado y reiteramos ahora, el primero se colocó bajo el lema de la necesidad de preservar y reforzar a toda costa el Frente Popular. Planteó una serie de cuestiones operativas: ¿Cuál era el número de tropas leales? ¿En qué manos se encontraba la mayor parte de la aviación y de la artillería? ¿Había confianza en la flota? ¿Tenía ésta suficiente combustible? ¿Qué se hacía para desmoralizar al enemigo?, etc. La comunicación del 24 contenía instrucciones muy precisas. La República se había visto sorprendida por un golpe militar que amenazaba con extenderse. Para cortarlo, era preciso disponer de un aparato militar, más o menos basado en lo que pudiera salvarse del ejército regular. 




			Michael Alpert ha señalado que eran los comunistas «los que tenían ideas más claras sobre la situación». Pero, en puridad, habría que decir que esto también era extrapolable a los militares leales, a los sublevados y a la totalidad de las derechas. Era obvio que, fracasado el golpe como tal, lo que se abrían eran operaciones militares, más o menos largas, cuya marcha dependería tanto del balance de fuerzas como de la habilidad en llevarlas a cabo. Los sublevados partieron con una ventaja nítida. 




			El resto de las instrucciones muestra las prioridades tal y como se divisaron en Moscú en aquellos primeros días. Ante todo, la necesidad imperiosa de «concentrarse en la tarea más importante del momento, es decir, en la rápida supresión y liquidación definitiva de la rebelión fascista». En definitiva, no a las algaradas revolucionarias. «Evitar cualesquiera actividades que pudieran socavar la unidad del Frente Popular en la lucha contra los rebeldes.» La República hubiese hecho bien en no olvidarlo. «Cuidarse de cualquier tendencia a exagerar nuestras propias fuerzas y las del Frente Popular así como subestimar las dificultades y nuevos peligros.» «No lanzarse hacia delante, no separarse de las posturas favorables al régimen democrático y no ir más allá de la lucha a favor de una república genuinamente democrática.» Por último, «en tanto en cuanto sea posible evitar una participación directa de los comunistas en el Gobierno, no hacerlo ya que así será más fácil mantener la unidad del Frente Popular. La participación sólo en circunstancias absolutamente extraordinarias, caso de ser imprescindible para derrotar la sublevación».16 




			Todo esto debió de ser del agrado del gobierno de Madrid. Le parecería, en efecto, que el poderoso movimiento comunista internacional basculaba hacia un cierto tipo de apoyo. Las colectas de víveres y medicinas que orquestaron las autoridades soviéticas acentuaron tal percepción. No es, pues, de extrañar que a lo largo del mes de agosto el acosado gobierno Giral empezase a divisar en la Unión Soviética un contrapeso a las limitaciones que iba imponiendo la no intervención, aunque todavía no se hubiera establecido con generalidad y grandes efectos operativos, salvo en Francia y Gran Bretaña. 




			Segundo movimiento: de éste sabemos poco. Se trató de una decisión del Politburó el 17 de agosto a tenor de la cual las autoridades se declararon dispuestas a aceptar la visita a la URSS de un grupo de cincuenta personas para que entraran en contacto con objetivos y unidades militares. Partirían desde Francia. El Comisariado del Pueblo para la Defensa (NKO) se ocuparía de ellas. La importancia de este movimiento radica en que hubo de basarse sobre contactos previos en unos momentos en que todavía no había embajada soviética en Madrid. En principio se presentan dos posibilidades: que se hubiesen establecido a través de las respectivas embajadas en París o que se hubieran hecho por medio de los agentes de la Komintern en la capital española. 




			Tercer movimiento: Éste estuvo relacionado también con la Komintern y lo captaron igualmente los británicos. El 21 de agosto un mensaje a Madrid anunció el envío de expertos militares que debían asesorar al EM, no al PCE. Es evidente que no se trataba de una operación en gran escala y que se llevaba a cabo con un cierto desconocimiento de las realidades sobre el terreno. Su importancia radica en que tanto en el PCE como quizá en el Ministerio de la Guerra tales señales robustecieron la impresión de que la Unión Soviética empezaba a mover sus peones en un sentido favorable a la República. También es significativa la fecha. Por lo general los historiadores habían pensado que los primeros instructores llegaron a mitad de septiembre. 




			Cuarto movimiento: fue, quizá, el que más nos ha llamado la atención. No sólo porque no lo detectaron los británicos sino porque por primera vez salió del marco relativamente estrecho de la Komintern. 




			Por los documentos que hemos podido escudriñar, parece evidente que en los primeros días de agosto numerosos funcionarios soviéticos debieron de sudar tinta china sobre el tema español. ¿Qué hacer? La respuesta estándar consiste en afirmar que pronto empezaron a fluir hacia España periodistas  y  propagandistas.  La  realidad  es  más  compleja.  Se  había  formado  un triángulo cuyos vértices radicaban en Madrid, París y Moscú y que englobaba a numerosas personas. Por el lado republicano, la oscuridad documental es completa. Quien pudo saber del problema, lo calló o lo reflejó en comunicaciones muy reservadas que hasta ahora no han aflorado. 




			La cuestión estribaba en determinar si la URSS debía intervenir subrepticiamente de una manera u otra. Según el Comisariado del Pueblo para Asuntos Exteriores (NKID) era mejor no atender a la petición española de que los soviéticos hicieran suministros directamente. Dos razones militaban a favor de tal postura. Ante todo, no se conocía a los intermediarios que pudieran actuar a favor de los republicanos. Tampoco se sabía si se trataría de personas leales y fiables. Si había que ayudar, mejor sería hacerlo por y con medios propios y no confiar en gente que pudieran ser poco menos que contrabandistas profesionales. 




			La propuesta del NKID fue que los representantes soviéticos en París entraran en negociaciones con los españoles en la capital francesa, pero sin que participara directamente ninguna instancia soviética. Éste es el origen de la intervención camuflada de agentes soviéticos en el proceso de adquisición de armas y sobre el cual existen numerosas leyendas en la literatura. 




			La ayuda abordó otros aspectos. Stalin, por ejemplo, siguió siendo consciente de la importancia de los suministros de petróleo. Sin ellos la resistencia se debilitaría. El 18 de agosto de 1936 dio a su brazo derecho, Lazar M. Kaganovich, instrucciones sobre lo que habría que hacer: 




			



			 






			Considero necesario vender inmediatamente petróleo a los españoles en las mejores condiciones posibles y, caso de ser preciso, a un precio de amigos. Si les hicieran falta cereales y alimentos en general también deberíamos vendérselos en condiciones de favor. Dime urgentemente cuánto petróleo ya hemos suministrado. El Comisariado para el Comercio Exterior debe encargarse de ello rápidamente y con exactitud. 




			



			 






			Éste es un telegrama publicado hace años pero que, en mi opinión, no ha sido bien interpretado. Se ha pasado por alto el dato esencial que de él se desprende inequívocamente, es decir, que la operación de venta de combustible derivada de la decisión del mes de julio estaba ya en marcha. De aquí mis itálicas. Stalin la acentuó. 




			La reacción no se hizo esperar. Kaganovich y otros prohombres del aparato (entre ellos el comisario para la Industria Pesada Ordjonikidze) telegrafiaron a Sochi, donde Stalin pasaba sus vacaciones, el mismo día: se habían vendido 6.000 toneladas de combustible y ordenado que otro buque tanque se hiciera a la mar en cuanto estuviese cargado. 




			Tanta o mayor importancia que las incidencias petroleras tiene la discusión que sobre el tema español se produjo en una reunión extraordinaria del Politburó del 28 de agosto y de la que todavía no se sabe demasiado. Fue cuando se suscitó por primera vez la posibilidad de ayudar mediante la creación de un cuerpo de voluntarios internacionales. Tal referencia significa, ni más ni menos, que las famosas Brigadas, que la moderna literatura (aunque no la franquista, incapaz de sobreponerse a sus mentiras) casi unánimemente retrotrae a las reuniones del plenario y del Comité Ejecutivo de la Komintern de mitad de septiembre, tienen un primer nacimiento, todavía tentativo, a finales de agosto. 




			Lo que antecede significa, pues, que durante este mes, cuando en Moscú se tomaban decisiones de calado potencialmente considerable (establecimiento de la embajada, envío de propagandistas, de observadores, de expertos militares camuflados, etc.), también empezó a pensarse en una intervención más activa, aunque todavía sin participación en gran número de soldados soviéticos. 




			En resumen, la actitud de Moscú iba cambiando. Lo hizo lentamente pero el giro auguraba buenas cosas para los dirigentes republicanos. Si comparaban el silencio que había acompañado a sus primeros deseos de recibir suministros con lo que pudieron intuir a lo largo de agosto era posible pensar que en el lejano país de los soviets comenzaban a calar los acontecimientos de España. 




			Es necesario describir tal evolución en tono mesurado, pues una cosa era la realidad de las relaciones intergubernamentales hispano-soviéticas y otra, muy diferente, la atmósfera de exaltación que reinaba en los círculos de la izquierda española y europea. El lento proceso de maduración en Moscú de la decisión definitiva contrasta vivamente con las proclamas ideológicas que emanaban de los medios comunistas españoles y no españoles. La ayuda a una República que ya experimentaba las heces amargas de la soledad era, para la Unión Soviética, un tema preñado de consecuencias y dificultades. 




			



			 






			UNA VIOLENCIA ASIMÉTRICA 




			



			 






			El presumible suspiro de alivio de los responsables republicanos al observar que México tal vez no se quedaría solo en su apoyo no pudo ser de larga duración. La situación militar, en efecto, se tornaba lenta pero decisivamente en contra de las autoridades de Madrid. 




			En el sur y al oeste el panorama que se presentaba era muy diferente. Irradiando desde Sevilla y Huelva, y complementados por los refuerzos que se  transbordaban  continuamente  desde  Marruecos,  los  sublevados  constituían una amenaza mortal. Uno de los telegramas enviados por Franco a Mola es revelador a tal respecto: 




			



			 






			Ayer domingo salió columna Sevilla dirección Badajoz [...] Tan pronto como tengamos aviones nuevos en vuelo esperamos destruir o anular escuadra y llevar a cabo acción intensa sobre Madrid. Berlín avisado [...] Lo reiteraré [...] Estoy en relación íntima Alemania Italia. Hoy ofrecen de Inglaterra, desconozco estado, [...] aparatos. Éstos entrega pago contado. Hecho pago Londres volarían a ésa. Aquí no nos convienen. Díganme si le interesan y disponen divisas. 




			



			 






			El golpe militar iba para entonces revelándose en toda su crueldad y en su naturaleza más genuina. Se inició con baños de sangre tan pronto como explotó. Queipo de Llano, en particular, promovió acciones violentísimas. De lo que se trataba, según cita Francisco Espinosa, que ha exhumado la sanguinaria documentación militar de la época, era de «lograr no solamente el castigo de los culpables sino ejemplaridad». Ésta requería auténticas pirámides de cadáveres. No se aspiraba sólo a asegurar la victoria en la paz de los cementerios. Helen Graham ha captado de manera precisa el fin último: realizar una auténtica contrarreforma agraria que convirtió Andalucía occidental y Extremadura en los killing fields de la época. 




			Franco decidió traspasar el mando de la columna Madrid a su hombre de confianza y notorio purasangre, el teniente coronel Juan Yagüe. Era uno de los africanistas más proclives a los planteamientos fascistas y ejecutor disciplinado de la durísima represión que desde el primer momento se abatió sobre los republicanos. 




			La guerra se impuso a los campesinos desprovistos de tierra, pero llenos de esperanza tras la victoria del Frente Popular, como si fuese una campaña dirigida contra indígenas insubordinados e irrespetuosos para con la aristocracia agraria, tan ligada a una parte del estamento militar. De aquí el terror como arma disuasoria. Nunca hay que olvidarse de este factor, que explica en gran medida lo que pronto iba a ocurrir. El 11 de agosto los sublevados tomaron Mérida, nudo de comunicaciones que permitía el enlace con Mola y que aisló Badajoz con respecto a Madrid. Tres días más tarde entraron en la capital extremeña, donde tuvo lugar una de las primeras matanzas que dieron el salto a la prensa internacional. 




			«Badajoz» se convirtió en un símbolo del terror que imponía la máquina militar hispano-marroquí. Esta campaña, que ascendía desde el sur, provocó cuatro efectos que se potenciaron mutuamente: i) promovió un «pacto de sangre» entre quienes perpetraron las atrocidades que la jalonaron; después, no habría marcha atrás. Algo que, por lo demás, y a pesar de algunos intentos de mediación internacional, los sublevados jamás contemplaron; ii) expandió la zona geográfica que controlaban y que, tras enlazar con la ocupada  por  las  fuerzas  de  Mola,  cubrió  desde  la  Andalucía  occidental  hasta Galicia. Cuando a comienzos de septiembre cayó Irún, prácticamente sólo la frontera catalana quedó expedita para el trasiego de material y personas desde y hacia Francia. Esto tuvo consecuencias dramáticas en los planos estratégico, operativo y logístico que se hicieron sentir a lo largo de toda la contienda; iii) afectó a la cohesión republicana. Quien pudo escapar al avance de las tropas moras y legionarias lo hizo. Quien no, con frecuencia lo pagó con su vida. Los refugiados, cargados de míseras pertenencias, afluyeron hacia el norte y muchos terminaron dirigiéndose hacia Madrid; iv) finalmente, estimuló la sed de venganza. Lo que no había ocurrido en muchos lugares controlados por la República durante los días iniciales de violencia se produjo después. Las consecuencias fueron amargas. 




			Numerosos elementos se lanzaron a hacer «su» revolución. Millares de electrones autónomos o semiautónomos, surgidos de las organizaciones purificadoras que preconizaban una nueva era, asentaron rápidamente un régimen de violencia despreciando las invocaciones gubernamentales e incluso de los comités de enlace del Frente Popular. Sus atrocidades dañaron considerablemente a la República. Ocuparon los grandes titulares de los diarios occidentales, tiñeron las percepciones de las cancillerías e hicieron pensar a muchos que España se despeñaba por una de sus periódicas orgías de sangre. 




			Era una violencia, en efecto, observable. Los diplomáticos extranjeros la vieron e informaron de ella, con mayores o menores sesgos. Los periodistas extranjeros también lo hicieron, con frecuencia según la propia ideología y/o para producir un efecto de revulsión contra una República desbordada. En el mundo anglosajón, en particular, se mezclaron en extraño maridaje fobias históricas, tales como las nutridas por el recuerdo de la Inquisición, y la repulsa de las corridas de toros. Los despachos y documentos diplomáticos (son notables algunos escritos por el cónsul general británico en Barcelona) encauzaron este tipo de planteamientos hacia los círculos de decisión y robustecieron ampliamente las percepciones que vehiculaban los medios periodísticos. 




			La  historiografía  profranquista  suele  olvidar  que  tales  explosiones  de violencia no fueron simétricas. En una zona se trató de una erupción por lo general desde abajo. En la otra de un ordeno y mando impuesto desde arriba por un ejército que divisaba, por fin, la ocasión de ajustar cuentas con sus enemigos ideológicos. 




			La idea favorita de los autores de aquella cuerda, antes y ahora, ha estribado siempre en enfatizar la violencia republicana. Se pasan por alto los intentos constantes por cortar la orgía de sangre a medida que avanzó el proceso de recuperación de la autoridad del Estado. Esto no fue fácil y dependió de numerosos factores políticos, ideológicos, sociales y geográficos. Sobre las razones que impulsaron los intentos de detener el alborozo revolucionario cabe, evidentemente, discutir. Al lado de la benevolencia y la piedad, hubo también razones políticas y la necesidad, imperiosa, de controlar la retaguardia. En cualquier caso personajes muy diversos como Azaña, Prieto, Irujo, Zugazagoitia, Peiró, Ansó y muchos otros condenaron las atrocidades (ejemplos difícilmente encontrables en el bando franquista en el cual los killers mismos ocuparon los puestos de poder y en ellos permanecieron). 




			Pasados los momentos de furia iniciales hubo masacres que llamaron poderosamente la atención. Las de Madrid tuvieron un impacto considerable, que se manejó en ciertos países para borrar o aguar el recuerdo de Badajoz. En la cárcel Modelo, por ejemplo, una amplia gama de grupos radicalizados, conducidos por anarquistas, asesinaron el 22/23 de agosto a destacados políticos de derechas, entre ellos a Melquíades Álvarez y a José Martínez de Velasco. No se salvó un odiado comisario de policía, Santiago Martín Báguenas, confidente de Mola y protagonista en la red de contactos que llevaron al golpe militar. Actos de este tipo causaron un grave daño a la imagen republicana en el exterior, lo cual no ocurría con la de los sublevados, orientados a masacrar a campesinos innominados en los campos de la España interior en los que no penetraban diplomáticos extranjeros. 




			El daño no tardó en acentuarse, promovido inteligentemente por una feroz campaña en contra de una República a la que se presentaba como si estuviera en las garras de todos los demonios de la revolución. Las repercusiones fueron particularmente importantes en el país clave, el Reino Unido, en donde los prejuicios antirrepublicanos se vieron nutridos abundantemente. No se diferenciaba entre los causantes. Tradicionalmente en la derecha y en la Administración  británicas  se  amalgamaba  bajo  el  epíteto  de  «comunistas»  a casi toda la izquierda. 




			En  Francia,  por  supuesto,  la  campaña  mediática  había  continuado  in  crescendo. En un país más cerca de España, más dividido y con un gobierno teóricamente menos neutral que el británico la prensa constituía una salida, y un potenciómetro, para las pasiones que desataba el conflicto. En L’Écho de  Paris, órgano de la derecha burguesa, católica y nacionalista, cristalizaron los  temas  que,  desde  entonces,  sustentarían  la  visión  conservadora  de  los acontecimientos de España. A la Komintern, y por extensión a la URSS, se les imputaron todo tipo de designios imperialistas. España estaba (casi) bajo su control. Afortunadamente, ciertos patriotas se habían levantado contra los proyectos de Moscú en un acto de violencia legítima. Aun así, había que estar en guardia: la Komintern se infiltraba por todas partes, manipulaba los partidos políticos y las conciencias; hablaba de paz y de patriotismo pero pensaba en la aniquilación de la civilización y, en particular, de los católicos. Este tipo de planteamientos recuerdan, y no es un azar, a los que por aquella época ya proliferaban en la Alemania nazi contra la «hidra judía». 




			Mientras tanto, Franco empujaba y estimulaba a los italianos. A mitad de septiembre informó a De Rossi que el apoyo en «hombres y material», especialmente aviación, que «los elementos subversivos» recibían por parte de Francia y Rusia (sic), dificultaba la marcha en Extremadura. Por consiguiente, solicitó rendidamente a Mussolini que incrementase la ayuda «a la cruzada anticomunista por la libertad de la Patria». Con toda probabilidad no imaginaba hasta qué punto las potencias fascistas estaban dispuestas, y cómo, a complacerle. 




			Hacia finales de agosto la República no sólo se había quedado contra la pared. Seguía desarbolada. En tanto que los sublevados no tardaron sino días en dotarse de un órgano colegiado de coordinación y decisión (la Junta de Defensa Nacional), el variopinto haz que actuaba en el lado republicano apenas  si  superaba  sus  cuarteamientos  internos,  tanto  en  el  plano  militar como en el político. El gobierno Giral, monocolor, no era representativo de las nuevas realidades surgidas tras el fracaso parcial del golpe y su reconversión en operaciones y campañas. Parecía urgente ampliar la base política de las autoridades centrales, reconstituir las fuerzas armadas, contener los poderes paralelos y, sobre todo, fundir voluntades y corazones al servicio de un esfuerzo de guerra más sostenido y menos caótico. 




			Falta hacía. El balance de la intervención exterior estaba totalmente volcado del lado de los sublevados. Antes del 28 de agosto, según los datos que se intercambiaron en esos días Canaris y Roatta, el Tercer Reich había enviado 26 Junkers de bombardeo con sus correspondientes tripulaciones, 15 cazas Heinkel sin ellas, 20 piezas de artillería, 50 ametralladoras, 8.000 fusiles, bombas y municiones y 5.000 máscaras antigás. Por el lado italiano los suministros habían sido los siguientes: 12 bombarderos con armamento y tripulaciones, 27 cazas igualmente dotados, 12 ametralladoras antiaéreas con 96.000 proyectiles, 40 ametralladoras St. Etienne con 100.000 proyectiles, 5 carros veloces con armamento y tripulaciones, 100.000 proyectiles para ametralladoras del modelo 35, 50.000 bombas de mano, 20.000 bombas de 2 kilos, 2.000 bombas de 50, 100 y 250 kilos, 400 toneladas de gasolina y carburante, otras 300 por cuenta del Tercer Reich y 11 toneladas de lubricantes.17 




			No estaba mal en menos de un mes, el más importante, el inicial. Los puristas podrían pensar que desde el punto de vista de las necesidades petrolíferas se trataba de una gota en el océano pero el conjunto mostró que, a diferencia de lo que ocurrió con los suministros aéreos franceses a la República, los protectores de Franco se cuidaron mucho de que su apoyo fuese plenamente operativo desde el primer momento. 




			En conjunto, y en el caso del material más preciado, aviones, los bombarderos suministrados ascendían a 38 y los cazas a 42. Es importante destacar que italianos y alemanes convinieron en que, para garantizar el control político de la operación, los pertrechos que se encaminasen a España procederían únicamente de los arsenales respectivos. Los suministros privados no se permitirían. Tampoco se toleraría que los compromisos de la no intervención impidieran la regularidad de la ayuda. 




			Lo más significativo no eran, con todo, los envíos bélicos. Lo más importante era la dinámica establecida. En comparación, la República se encaraba con la no intervención. En su haber sobresalían tan sólo dos factores: había empezado la movilización del oro del Banco de España y se habían estimulado los movimientos que se percibían en el lejano México y en la no menos lejana Unión Soviética. Demasiado poco como para compensar las partidas que se habían acumulado en el debe. 
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